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RESUMEN EJECUTIVO 
Inaplicabilidad del Inciso Segundo del Artículo 171 de la Constitución de la 
República, en cuanto a Justicia Indígena y Jurisdicción Ordinaria 
 
Los pueblos indígenas históricamente han sido maltratados y humillados a partir de la conquista 
Europea, pero en el siglo XX se evidencia el resurgimiento de los pueblos indígenas por 
reclamar sus derechos colectivos que garanticen la integridad de sus territorios, su 
autodeterminación y su participación político social.   Es así que en la década de los 90 América 
Latina experimenta una serie de cambios debido al progreso de los gobiernos izquierdistas, 
quienes fomentan la lucha de los pueblos indígenas considerados como minorías políticamente 
hablando. Con la Constitución del 2008 la justicia indígena pasa a ser parte del ordenamiento 
jurídico del país, logrando un gran avance en materia constitucional, es claro que a 5 años de la 
constitución la aplicación de la justicia indígena no está bien definida aun, por lo que es 
imperativo determinar mecanismo de coordinación de justicias. Así como el reconocimiento del 
pluralismo jurídico, término que aún es nuevo para muchos de los ecuatorianos, pero 
sumamente importante bajo el criterio de que nuestro país si bien cuenta con un ordenamiento 
jurídico general para todos los ciudadanos, hoy por hoy existen dos sistemas jurídicos que 
conviven en los términos de la Constitución que deben ser respetados y aceptados.  
 
 
DESCRIPTORES: JUSTICIA INDÍGENA, ARTÍCULO 171 CONSTITUCIÓN. 
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ABSTRACT 
 
Inapplicability of Section II of Article 171 of the Constitution of the Republic , regarding 
Indigenous Justice and Ordinary Jurisdiction 
 
Imdigenous peoples have historically been abused and humiliated since the European 
conquer; however, during XX Century, there was a rise of the indigenous peoples for claiming 
collective rights that assures their territories, self-determination and political-social 
participation. In the 90`s Latin America faced changes due to the emergence of leftist 
governments, who promoted the struggle of indigenous peoples, politicaly deemed a minority. 
With Constitution 2008 indigenous justice became a part of the legal ordering of the country, 
and attained a great advance im the constitutional field. During a 5-year term of enforcement of 
the constitution, indigenous justice has not been well defined yet; hence, finding out a 
mechanism to cordinate justices is really essential as well acknowledgement of juridical 
pluralism, a term that is still new for many Ecuatorian inhabitants, but very important, taking 
into account that, though there is a general regulatory body for all citizens, there are two 
juridical systems that fuction  together under the constitution that ought to be respected and 
accepted. 
DESCRIBERS; INDIGENOUS JUSTICE, ARTICLE 171, CONSTITUTION 
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INTRODUCCIÓN 
 
Cada cultura tiene su forma de entender y ejercer la justicia. En nuestro Ecuador conviven 
múltiples culturas, lo mismo que en toda Latinoamérica; cada una de ellas pendiente siempre de 
mantener sus tradiciones y establecer su espacio y posición en la esfera social. 
 
 
Hasta hace una década el Ecuador ha desoído las pretensiones de los pueblos indígenas, tanto en 
materia de derecho como en tradiciones. Tanto es así que la existencia del pluralismo jurídico 
no responde con fidelidad a la organización social de las culturas indígenas en el país.  
 
 
De hecho la Constitución de 1830, señala al pueblo indígena como un “pueblo abyecto y 
miserable”, más en la actual Constitución, se ha podido visibilizar un desarrollo progresivo en 
cuanto a los derechos de los pueblos y nacionalidades indígenas del país. Uno de estos derechos 
que se han desarrollado tiene que ver con el respeto de sus formas particulares de convivencia y 
principalmente del ejercicio de su propia autoridad, otorgándole funciones jurisdiccionales. 
 
 
A través de la Constitución de 1998, por primera vez se reconoce en el derecho interno la 
posibilidad de que los indígenas puedan ejercer sus propias formas de administración de justicia 
en el artículo 191 que plantea: “Las autoridades de los pueblos indígenas ejercerán funciones 
de justicia, aplicando normas y procedimientos propios para la solución de conflictos internos 
de conformidad con sus costumbres o derecho consuetudinario, siempre que no sean contrarios 
a la Constitución y las leyes”, sin embargo, se señaló que la Ley hará compatible la justicia 
indígena con la justicia ordinaria, algo que jamás se hizo, por lo que nunca este sector social 
pudo ejercer formalmente su derecho. 
 
 
El artículo 171, segundo inciso de la Constitución del Ecuador 2008, mantiene esta disposición 
constitucional al señalar en la Sección Segunda de la Justicia indígena que: “La ley establecerá 
los mecanismos de coordinación y cooperación entre la jurisdicción indígena y la jurisdicción 
ordinaria”, al igual que en la constitución del 98 no se han determinado dichos mecanismos.  
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A cinco años de haber sido aprobado el texto constitucional sobre la Justicia Indígena,  su 
aplicación ha sido parcial y discrecional de acuerdo a cada comunidad, además que no están 
definidos los mecanismos de coordinación con la justicia ordinaria, su ámbito de aplicación, sus 
límites ni su competencia, por lo que constantemente se presentan discrepancias entre una y 
otra, anulando la posibilidad de que el sector indígena ejerza su derecho a tener una propia 
jurisdicción.  
 
 
De ahí la necesidad que existan mecanismos que faciliten la coexistencia e interrelación entre 
las normas ancestrales y la justicia ordinaria. 
 
 
La justicia ordinaria y la justicia indígena deben buscar la coordinación y la afinidad para 
responder al verdadero significado de la pluralidad jurídica y lo multiétnico.  
 
 
Desde la década del 90 se han producido reformas constitucionales muy importantes en países 
andinos como Colombia que dio su gran paso en 1991, Perú en 1993, Bolivia en 1994, 
reconociendo al derecho indígena como el derecho propio, es decir, el derecho indígena o 
consuetudinario y la jurisdicción especial.   
 
 
El problema es que lo consagrado en la Constitución, no ha logrado traducirse en leyes de orden 
secundario que permitan coordinar la aplicación de justicia sin salir del marco conceptual y 
global que manda la Constitución.  
 
 
El tema de la administración de justicia es uno de los más delicados y difíciles de resolver, y por 
lo tanto es sumamente importante, ya que existen problemas de competencias cuando los 
problemas ocurren entre indígenas y mestizos. Además el que no existan mecanismos que 
delimiten el ámbito de aplicación, sus límites, ni su competencia, hace de este tema uno de los 
más urgentes de resolver para el marco jurídico de nuestro país. 
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Esta investigación dará inicio con el recuento de las generalidades de la justicia indígena, así 
como los antecedentes históricos y el fortalecimiento del movimiento social indígena en el 
Ecuador,  determinando la importancia del derecho consuetudinario y del pluralismo jurídico. 
En el segundo capítulo se analiza los principios de la justicia indígena en el Ecuador, su 
autodeterminación así como su jurisdicción. Dentro del marco legal de la justicia indígena es 
importante conocer los instrumentos internacionales y como estos han impulsado las reformas 
Constitucionales sobre los Pueblos y Nacionalidades Indígenas, culminando el capítulo con un 
análisis de la Constitución de 1998 y la Constitución vigente. 
 
 
El capítulo tercero aborda los mecanismos de coordinación y cooperación de la justicia indígena 
y la justicia ordinaria, un análisis de la normativa vigente en cuanto a justicia indígena, así como 
el debido proceso de la justicia indígena, adentrándonos en temas como sus autoridades, 
procedimientos y sanciones utilizadas al interior de estos pueblos. Las fiscalías indígenas su 
misión, visión y competencias serán un tema de análisis en este capítulo. 
 
 
De este modo podremos concluir que tan necesario e imperante es la elaboración de los 
mecanismos de coordinación de las administraciones de justicia  para el marco jurídico de 
nuestro país. 
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CAPÍTULO I 
1 JUSTICIA INDÍGENA 
1.1 TÉRMINO INDÍGENA 
 
El primer desafío existente en el campo del Derecho Indígena es el problema de su 
conceptualización. Se trata de un término que ha tenido una evolución histórica en el escenario 
de grandes transformaciones culturales, religiosas, sociales, políticas y económicas.  
 
 
Para realizar una aproximación al término INDÍGENA es necesario hacer un recorrido por su 
etimología, así como lo hace (Perez Guartembel, 2010) quien menciona que: 
 
 
“En el marco de idiomas europeos en particular el inglés y español comparten una 
raíz común del término latino indigenae que se utilizaba para distinguir a las 
personas nacidas en un lugar determinado con las que procedían de lugar distinto, 
denominándolas a estas últimas con el termino advenae. Por su parte la expresión 
francesa autochtone tiene una raíz griega al igual que el término alemán Ursprung, 
que significa aquella persona que nació primero en un lugar, enfatizándose en el 
factor tiempo”.  
 
 
A través del tiempo se ha hecho un debate casi exhaustivo por determinar el concepto de 
indígena y lo que esto implica, así es que (Perez Guartembel, 2010) cita el artículo 6 del Acta 
final de la Conferencia sobre Africa en Berlin de 1885 que  dice: “… el termino indígena permite 
distinguir a los ciudadanos que viven bajo dominación colonial, de aquellos que residen en las grandes 
potencias, además trae un elemento implícito que es la raza”.  
 
 
El (Convenio 107 OIT, 1957), en su artículo primero manifiesta que: 
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“Son comunidades, pueblos y naciones indígenas los que, teniendo una continuidad 
histórica con las sociedades anteriores a la invasión y precoloniales que se 
desarrollaron en sus territorios, se consideran distintos de otros sectores de la 
sociedad que ahora prevalecen en esos territorios o en parte de ellos. Constituyen 
ahora sectores no dominantes de la sociedad y tienen la determinación de 
preservar, desarrollar y transmitir a futuras generaciones sus territorios ancestrales 
y su identidad étnica como base de su existencia continuada como pueblo, de 
acuerdo con su propios patrones culturales, sus instituciones y sus sistemas 
legales”.  
 
 
Mientras que el (Convenio 169, OIT , 1989), en el artículo primero, literal b) precisa que:  
 
 
“Los pueblos en países independientes, considerados indígenas por el hecho de 
descender de poblaciones que habitaban en el país o en una región geográfica a la 
que pertenece el país en la época de la conquista o la colonización o del 
establecimiento de las actuales fronteras estatales y que, cualquiera que sea su 
situación jurídica, conservan todas sus propias instituciones sociales, económicas, 
culturales y políticas, o parte de ellas”.  
 
 
Por otra parte, pero en la misma línea el Consejo Indio de Sudamérica (CISA) 
(Biblioteca Virtual Latinoamericana), define:  
 
 
“Los pueblos indios somos descendientes de los primeros pobladores de este 
continente: tenemos una historia común, una personalidad étnica propia, una 
concepción cósmica de la vida y como herederos de una cultura milenaria, al cabo 
de casi 500 años de separación, estamos nuevamente unidos para encabezar nuestra 
liberación total del colonialismo occidental” 
 
 
Cabe hacer una distinción entre los términos “indio e indígena” son totalmente diferentes, ya 
que el termino indio se utilizó porque Cristóbal Colon en sus expediciones creía que su travesía 
por el Atlántico lo conduciría a la India, país asiático, así que denomino “indios” a los 
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habitantes del continente descubierto, mientras que “indígena” tal y como lo manifestó Pérez 
Guartembel, es el originario de un lugar determinado. 
 
 
El deseo de los pueblos indígenas por autodefinirse responde a la necesidad de pertenecer y ser 
parte de la esfera social, para las organizaciones indígenas las definiciones plasmadas por los 
instrumentos internacionales así como las de cada país, carecen de validez, puesto que son 
contradictorias, ambiguas, insuficientes, además que se rebaja al indígena poniendo en tela de 
duda su capacidad de progreso. 
 
 
Las organizaciones internacionales también tienen un papel fundamental en este tema es así que 
él (Convenio 169, OIT , 1989) dudo al  definir el concepto de pueblos indígenas, pues existía la 
inseguridad en la comunidad internacional entre sí definir pueblos o poblaciones  indígenas, por 
el miedo de que esto implique, el derecho de autodeterminación de los mismos.  
 
 
Finalmente él (Convenio 169, OIT , 1989) se decidió por utilizar el término “pueblos”, pero 
recalco en su artículo primero, párrafo 3ro que “la utilización del término pueblos en este Convenio 
deberá interpretarse como una expresión que implique relación con los derechos que puedan conferirse a 
dicho termino en el derecho internacional” 
 
 
Ahora bien la necesidad de determinar un concepto sobre los pueblos indígenas es imperativa 
para ejercer sus derechos no solo individuales sino colectivos, así como poder tomar decisiones 
políticas y de justicia, esto enmarcado en que la concepción de pueblos indígenas no se refiere 
solamente a los pueblos colonizados en Latinoamérica, sino que hace referencia a todos los 
pueblos del mundo que han sufrido de conquistas por las cuales sus organizaciones culturales 
han cambiado.  
 
 
Cabe recalcar que en Latinoamérica aunque por definición todos son pueblos indígenas, en 
algunos países no se utiliza el término “indígenas”, como en Bolivia donde sus pueblos se 
autodenominaron naturales, en Perú se les llama campesinos y en Brasil aborígenes, en el 
Ecuador suelen denominarse como nacionalidades indígenas y esa es la razón de que la 
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Constitución en el artículo 171 los denomine como “pueblos y nacionalidades indígenas”, pues 
la primera denominación es reconocida por la comunidad internacional y la segunda es como se 
autodenominaron exclusivamente en nuestro país. Pero para fines de esta investigación 
acogeremos el término “Pueblos Indígenas”   
 
 
 
1.2 ANTECEDENTES HISTÓRICOS DE LA JUSTICIA INDÍGENA 
 
"El ser humano es un ser social por naturaleza” Aristóteles.  
 
 
Bajo esta premisa se entiende que todo conjunto de humanos suele agruparse y con ello crear 
límites de convivencia, llámense leyes o lineamientos que buscan armonía entre lo moral y lo 
filosófico de acuerdo a la cultura, este puede ser escrito u oral, lo fundamental es que sea 
aceptado por los miembros y se transforme en el proceso evolutivo de los pueblos.  
 
 
Ulpiano afirmaba que: “los preceptos del derecho son: vivir honestamente, no hacer daño a otro y dar 
a cada uno lo suyo”.  
 
 
Mucho antes de la colonización, los pueblos que habitaban América aun no denominados 
indígenas ya tenían su propio sistema de justicia, el que estaba basado en su propia experiencia 
y cultura, así como en su cosmovisión, por tanto el derecho consuetudinario ancestral responde 
a un código moral de justicia y que está basado en la costumbre.  
 
 
Si revisamos la historia en torno a los pueblos indígenas, se pude denotar la injusticia y 
desigualdad que por muchos años vivieron, es así que (Cabedo Mallol, 2002) dice que: 
 
 
“A los indígenas, de acuerdo con el principio de igualdad liberal, se les aplicaba un 
derecho, el del Estado, que no era el suyo y eran juzgados de acuerdo con unas 
normas y unos procedimientos que no entendían”. 
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Perpetuando así, de manera legal la discriminación, la dominación, la exclusión y el aislamiento 
de los indígenas en la esfera social, cultural, económica, política y jurídica del país.   
 
 
En la época colonial la situación de los indígenas era deplorable, el maltrato, la humillación, la 
explotación, los violentos episodios de conquista y sometimiento fueron poco a poco mermando 
a la población indígena.  Transformando de forma sustancial no solo sus estructuras socio 
políticas sino más grave aún sus costumbres y creencias, forzándolos a adoptar costumbres 
ajenas, creencias religiosas que posteriormente marcarían al indígena logrando su dominación 
total, no solo como ser humano sino como fuerza productiva  
 
 
El (Grupo de Naciones Unidas para el Desarrollo ONU, 2008) ha destacado que los pueblos 
indígenas: “tienen culturas y cosmovisiones distintas y únicas, y sus necesidades actuales y aspiraciones 
para el futuro pueden diferir de aquellas de la población dominante”.  Por esta razón el deseo de los 
pueblos y nacionalidades indígenas es reivindicar sus derechos específicos, como los colectivos 
que garanticen la integridad de sus territorios, su autodeterminación y su participación político 
social.   
 
 
Es así que en el Siglo XX el movimiento indígena vio los frutos de su arduo y laborioso trabajo 
por reclamar los derechos que les fueren arrebatados, en primera instancia por el colonizador y 
en segunda instancia por el Estado, el mismo que al escuchar la voz  del reclamo de 
autodeterminación de los pueblos indígenas en su empeño por que se reconozcan sus normas y 
sus espacios ancestrales, no solo nos los escucho, sino que los confinó a una vida de lucha 
constante por recuperar esos derechos con el que todos los seres humanos nacemos y contamos  
más allá de las leyes impuestas por los Estados.  
 
 
Además es importante tener en cuenta la diferencia abismal que existe entre la justicia indígena 
y la justicia ordinaria, pues la primera tiene como objetivo fundamental que las sanciones que 
son aplicadas a sus miembros cuando han cometido un delito son de purificación,  para 
enmendar su error y no volver a repetirlo más.  
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En el contexto descrito, el fin de la justicia indígena, no es la sanción como pasa en la ordinaria 
sino que, se fundamenta en la purificación y sanación del alma, así lo manifiesta: (Lema, 2007) 
“El objetivo es reinsertar a la persona dentro de la comunidad. También tienen un fuerte sentido 
ceremonial y un fuerte sentido simbólico.”  
 
 
 En los últimos 35 años, la evolución de la lucha de los pueblos indígenas es significativo no 
solo en el plano internacional con la celebración de convenios internacionales como el convenio 
107 de la OIT o el mentado convenio 169, en el que se reconoce a los pueblos indígenas como 
naturales de un lugar determinado, siempre que estos hayan mantenido sus propias instituciones 
sociales, económicas, culturales y políticas, reconociendo el derecho consuetudinario de los 
pueblos indígenas y consagrando el derecho de éstos a establecer sus propias normas jurídicas y 
a hacerlas valer en caso de incumplimiento, por lo tanto se entiende que el principal desafío que 
deben cumplir el pluralismo jurídico es fijar mecanismo de coordinación entre ambas 
administraciones de justicia.  
 
 
Este convenio recalca la diferencia que existe entre pueblos indígenas y tribales, ya que “todos 
los indígenas son tribales, mas no todas las poblaciones tribales son indígenas” (Perez Guartembel, 
2010), es decir, que no se puede dar el mismo tratamiento a las poblaciones indígenas que a las 
tribales, puesto que hay que tomar en cuenta la situación histórica de conquista y colonización 
que sufrieron los pueblos indígenas. 
 
 
Los sistemas de colonización en el mundo han sido únicos e irrepetibles en cada caso por 
presentar características singulares al momento de controlar y dirigir a las poblaciones 
dominadas, es así que la colonización en toda América se diferencia unas de otras por sus 
sistemas jurídicos, como por ejemplo aquellos países que adoptaron el derecho anglosajón y 
países como el nuestro en el cual manejamos un sistema jurídico positivista. 
  
 
La lucha incesante de los pueblos indígenas ha hecho que varios de los Estados 
latinoamericanos, conforme el pasar del tiempo, realicen reformas en sus normas supremas, 
tales como el reconocimiento de la existencia de pueblos indígenas, sus derechos colectivos así 
como el reconocimiento a la naturaleza pluricultural de sus países.   
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Es así que algunos países latinoamericanos han acabado con esa mala tradición de solo colocar 
en sus normas supremas declaraciones románticas que en la práctica nunca se cumplían. Con el 
cambio de los gobiernos de facto y de una derecha sanguinaria que imperaba en Latinoamérica, 
hacia los gobiernos democráticos y con fuertes convicciones izquierdistas el avance en materia 
de justicia indígena ha sido notable con las sucesivas reformas constitucionales expedidas en 
América Latina.   
 
 
Es así que países como Nicaragua en 1986 y Brasil en 1988, serían los pioneros en hacer 
reformas constitucionales en materia indígena, en el caso de Brasil estas reformas fueron en 
materia de tierras, a estas reformas les seguiría Colombia en 1991, México y Paraguay en 1992, 
Chile en 1993 con la expedición de la Ley Indígena, Perú en 1993, Bolivia en 1994, Argentina 
en 1994 y Ecuador en 1998, países que posteriormente harían reformas constitucionales 
significativas en materia indígena. 
 
 
Textos constitucionales como los de Bolivia, Ecuador, México y Paraguay, han reconocido el 
carácter multicultural de sus países y la existencia de pueblos indígenas en sus territorios como 
entidades singulares con atributos culturales, sociales, políticos y económicos.  
 
 
Fortaleciendo el régimen de comunidades indígenas, como el caso de Bolivia, Guatemala 
Colombia y Ecuador, que en sus textos constitucionales reconocen a las comunidades indígenas  
como entidades de derecho público y habilitadas para ejercer ciertos niveles de autoridad y 
autogestión en sus territorios.  
 
 
La reforma de Nicaragua, por ser una de las primeras reformas sirvió como modelo para otros 
países que asociaron a los pueblos indígenas con los recursos naturales.  
 
 
La (Costitucion de la Repubica de Bolivia) ha pasado a ser la carta constitucional, que mayor 
relevancia concede al derecho indígena, incluso por sobre los estándares internacionales, 
reconociendo a los pueblos indígenas, el derecho “al ejercicio de sus sistemas políticos, jurídicos y 
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económicos acorde a su cosmovisión”, en un marco de pluralismo jurídico e interculturalidad y 
colocando a la justicia indígena y a la ordinaria como iguales.  
 
 
El Ecuador, en reconocimiento del derecho indígena, con la (Constitucion de la Republica del 
Ecuador, 2008) en el artículo 171, le da cierta autonomía a la jurisdicción indígena, 
reconociendo el derecho de sus autoridades a administrar justicia de acuerdo a sus normas 
ancestrales.  
 
 
Respecto del resto de países latinoamericanos, el derecho consuetudinario de los pueblos 
indígenas está reconocido por sus constituciones, como la de Colombia en el artículo 246, 
México en el artículo segundo, Paraguay en el artículo 63, Perú en el artículo 149, Venezuela en 
el artículo 119 y 260, y Ecuador en el artículo 171, cabe recalcar que el texto sobre la justicia 
indígena no es igual en todas las Constituciones, ya que en algunas Constituciones se limita el 
derecho indígena estableciendo en forma expresa que el derecho estatal tiene mayor jerarquía 
que el derecho consuetudinario indígena, mientras que en otras normas constitucionales se 
precisa que el derecho indígena está supeditado a los derechos humanos o fundamentales.  
 
 
En el transcurso de los años América Latina ha superado las barreras de la desigualdad, con una 
notoria aceptación al pluralismo jurídico, situación que se hace evidente en las reformas 
constitucionales, dando paso al derecho consuetudinario indígena.  
 
 
1.3 EL MOVIMIENTO INDÍGENA, COMO MOTIVADOR DE LA 
REFORMA CONSTITUCIONAL 2008 
 
El movimiento indígena del Ecuador en el siglo XX, debido a los cambios nacionales e 
internacionales y a la influencia de partidos de izquierda, deciden impulsar los movimientos 
indígenas en pro de la reivindicación de la tierra, educación, salario y trabajo.  
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Hacia un proyecto de país distinto formando una cúpula dirigencial, que fomentaba la unión de 
las comunidades, es así que en los últimos 35 años el pueblo indígena se ha venido 
consolidando como movimiento social, y político, dando paso al nuevo rol del indígena 
ecuatoriano: 
 
 
a) El levantamiento indígena en junio de 1990, en el gobierno del doctor Rodrigo Borja, 
hecho que impulso al movimiento indígena como un nuevo actor social-político en el 
escenario nacional. 
 
 
b) La constitución de la Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador, 
CONAIE, en 1996. 
 
 
c) El desarrollo y consolidación de los movimientos intelectuales y también de la 
acumulación de poder económico, por parte de varios sectores indígenas de la sierra y 
algunos de la Amazonia, aunque en menor proporción. 
 
 
d) La fundación del partido político “Pachakutic” en 1996, como medio para participar en 
el sistema de elecciones nacionales y a través del cual la población indígena ha accedido 
a entidades de representación ciudadana sean locales, regionales e incluso nacionales 
con representantes en Alcaldías, Prefecturas, Diputaciones, Ministerios y en la última 
Asamblea Constituyente. 
 
 
e) La participación del movimiento indígena como eje fundamental de los levantamientos 
populares que llevaron a la destitución de los Presidentes Abdala Bucaram y Jamil 
Mahuad, con distintas connotaciones cada uno. 
 
 
En el primer levantamiento, el movimiento indígena se convierte en uno de los medios más 
poderosos de reclamo social, lo que le permite lograr reivindicaciones sociales no solo en busca 
de su bienestar sino de toda la colectividad. 
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Lo que se traduce en que los indígenas a través de su desempeño y lucha política, logren una 
importante representación en la Asamblea Constituyente del 2008, que fue la impulsora de los 
cambios constituciones analizados en esta investigación. 
 
 
Estos hechos sumados al proceso histórico de resistencia del pueblo indígena y a la evolución  
normativa internacional a través del reconocimiento  del Convenio 169 de la OIT, permitieron a 
este grupo social alcanzar una serie de reivindicaciones en torno al tratamiento estatal, que se 
ven plasmados primeramente en las reformas constitucionales de 1998, en donde ya se reconoce 
al Ecuador como un Estado pluricultural y multiétnico. 
 
 
Posteriormente, en la aprobación de la Constitución de Montecristi del 2008, en la que se 
reconoce no solo el carácter intercultural y plurinacional sino que se reconoce la Administración 
de Justicia indígena como parte del sistema jurídico del Ecuador. 
 
 
(WALSH, 2002), dijo que:  
 
 
“con el reconocimiento de la posibilidad de que las autoridades indígenas 
administren justicia, avanzamos hacia un pluralismo jurídico formal que pasa de la 
esfera de la lucha de las culturas excluidas a convertirse en política de Estado”. 
 
 
1.4 DERECHO INDÍGENA CONSUETUDINARIO  
 
El derecho indígena se sustenta en algunos principios fundamentales que se originan en dos 
instituciones diferentes:  
 
 
a) Tiempo, y, 
b) espacio 
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Concepción que con el tiempo se ha transformado en la razón de ser del derecho indígena, 
dentro de lo que hoy políticamente y jurídicamente se constituye en pueblos y nacionalidades 
indígenas.  (Macas, 2002), dice: 
 
 
“A pesar de los cambios sufridos en la institucionalidad y las normas de los pueblos 
indígenas, debidos a las trasformaciones sociales y las relaciones de producción, 
perviven y están en vigencia instituciones sociales, culturales, políticas, económicas 
y jurídicas unas más desarrolladas que otras.  Instituciones desarrolladas en 
función de la lógica indígena, del pensamiento y su concepción del mundo: sus 
principios normas y valores.  
Los principios de solidaridad, reciprocidad y colectividad, son los sustentos 
fundamentales en la elaboración de la normativa, el ordenamiento social y el 
surgimiento del derecho indígena”. 
 
 
El problema es que los sistemas jurídicos indígenas históricamente se encuentran en una 
situación política subordinada por lo que su funcionamiento, valoración  y posibilidades de 
desarrollo son difíciles de alcanzar. 
 
 
(Stavenhagen, 1990), manifiesta que las costumbres jurídicas propias son un aspecto 
fundamental dentro de la cultura de los pueblos indígenas así es que:  
 
 
“El derecho consuetudinario es considerado generalmente como una parte integral 
de la estructura social y cultural de un pueblo.  Junto con la lengua, el derecho 
consuetudinario constituye un elemento básico de la identidad étnica de un pueblo, 
nación o comunidad”. 
 
 
Por lo expuesto se entiende que los elementos del derecho consuetudinario son: las normas de 
comportamiento público, mantenimiento del orden interno, derechos y obligaciones de los 
miembros que constituyen un pueblo, transmisión e intercambio de bienes y servicios, 
tratamiento que se ha dado dentro de una comunidad a los delitos y faltas que afectan a los 
individuos o a la comunidad misma, solución de conflictos y elección de la autoridad indígena.   
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La costumbre se define en oposición a la ley escrita y general producida por el Estado.   
 
 
Y hace referencia a prácticas aisladas y repetidas a través del tiempo, por lo que este término 
resulta limitado para referirse a sistemas normativos.  En contraposición a esto,  los estudios 
empíricos sobre los sistemas normativos indígenas dan cuenta de:  
 
 
 Que no solo se trata de prácticas aisladas, sino que tienen un eje cultural que las articula 
a modo de sistema y tienen sistemas de normas, autoridades y procedimientos por los 
cuales regulan su vida social, resuelven conflictos y organizan el orden interno de la 
comunidad; y,  
 
 
 Su enorme capacidad de adaptación y cambio, pues han tenido que sobrevivir en 
condiciones de persecución, y deben responder a necesidades y demandas sociales 
cambiantes.  En términos valorativos, por lo general, el uso del concepto costumbre va 
asociado a una subvaloración de los indígenas, a los que se busca sujetar a tutela y 
control. En términos políticos se propone la subordinación y represión de las 
costumbres indígenas que a criterio del Derecho Positivista están contra la Ley. 
 
 
Es así, que la doctrina distingue tres tipos de costumbres con relación a la ley: 
 
 
 A falta de ley,  
 conforme a ella; y,  
 contra ella. 
 
 
Lo que nos permite evidenciar claramente que la ley permite las dos primeras formas de  
costumbre y estas pueden constituir fuentes del derecho, mientras que por el contrario si la 
costumbre esta contra la ley esta puede incluso configurarla como delito y ser castigada.   
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El termino Derecho Consuetudinario, tiene sus raíces en el Derecho Romano, la “veterana  
consuetudo” se refiere a prácticas que debido a la fuerza de repetición se convirtieron en 
prácticas inmemorables aceptadas e incluso consideradas obligatorias por una comunidad.  
Tratándose de un sistema de normas, autoridades, procedimientos que se vienen repitiendo igual 
a lo largo de los siglos. 
 
 
La doctrina jurídica clásica ha utilizado el término consuetudinario para referirse a países donde 
hay presencia de poblaciones indígenas que mantuvieron sistemas normativos que sobreviven 
por la práctica de los pueblos.   
 
 
La denominación del derecho sin adjetivos, el derecho estatal escrito o codificado da la idea de 
que solo es derecho el del Estado y lo demás simplemente costumbres, esta distinción  limita  la 
aplicación de sistemas normativos no estatales como la justicia indígena. 
 
 
Por lo que el término Derecho Consuetudinario no es reconocido con la misma importancia que 
el Derecho Estatal, aunque en la práctica los estudios revelan que están compuestos de normas, 
autoridades y procedimientos propios, así como reglas para cambiar las reglas, debemos 
entender que el derecho consuetudinario tal y como lo manifiesta la (Comision Juridica Para el 
Autodesarrollo de los Pueblos Originarios Andinos CAPAJ, 1995):  
 
 
“Es aquel conjunto de normas morales de observancia general que en forma 
uniforme y permanente regula los intereses públicos y privados de una colectividad 
con la particularidad de ser conservadas y trasmitidas por herencia social”,  
 
 
Este aporte de la CAPAJ debe ser bien entendido ya que al decir conservadas y trasmitidas por 
la herencia social, no implica un estancamiento de la norma consuetudinaria que bajo los ojos de 
los sistemas jurídicos estatales se encuentran fosilizadas, mientras que el derecho Estatal se 
atribuye capacidad de cambio, denominando a las normas consuetudinarias como sistemas 
atrasados, no modernos, primitivos o inferiores. 
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El derecho a la diversidad cultural, a la identidad, al idioma, a la práctica de la propia vida 
cultural y de sus costumbres religiosas, es un derecho consagrado universalmente, por 
instrumentos internacionales como: el (Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
1966) que manifiesta: 
 
 
“Art. 27.- En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas, 
no se negará a las personas que pertenezcan a dichas minorías el derecho que les 
corresponde, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida 
cultural, a profesar y practicar su propia religión y a emplear su propio idioma”  
 
 
Bajo la idea de que no se puede poner en riesgo la seguridad jurídica, se ha impuesto a los 
grupos culturales el sistema creado para y por un solo grupo cultural, ello produce una enorme 
inseguridad jurídica entre los miembros de los pueblos políticamente subordinados. 
 
 
Cuando, la (Constitución Política de la República del Ecuador artículo 191, 1998) utilizó el 
término “Derecho Consuetudinario”, no lo empleaba para describir el carácter tradicional o 
repetitivo de un sistema jurídico, sino para demostrar la subordinación política que existía frente 
a la Constitución Política. 
 
 
(Sánchez Botero, 1998), dice que:  
 
 
“El derecho consuetudinario aparece como el derecho que pervive por la práctica 
de la gente, aún sin ser oficial o estar reconocido, dado que, no siguen 
invariablemente una pauta secular, sino que son sistemas con una gran capacidad 
de adaptación y cambio”.   
 
 
Sin embargo, el término es empleado tanto en convenios internacionales, como en normas 
internas para referirse a los sistemas de minorías distintos del derecho estatal. 
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Dieciséis años después, con la vigencia de la Constitución de Montecristi del 2008, al reconocer 
el derecho propio, entendido como un sistema completamente distinto, el avance en materia 
indígena en el país es notorio en la Constitución mas no se ha concretado por la falta de 
compromiso del derecho estatal por incluir al derecho propio como legítimo normando el campo 
de acción de la justicia indígena y de la justicia ordinaria para que ambas puedan convivir en un 
mismo territorio tal y como lo manifiesta el pluralismo jurídico.  
 
 
1.5 PLURALISMO JURÍDICO 
 
Una vez asumida la situación actual de los países de nuestra Región, de los convenios 
Internacionales y de nuestro país al reconocer la administración de Justicia Indígena, existe uno 
de los puntos medulares de los pueblos indígenas que debe ser más que analizado, entendido, el 
llamado Pluralismo Jurídico, es así que (Cruz Rueda, 2008) dice:  
 
 
“El pluralismo jurídico constituye uno de los conceptos centrales tanto de la 
antropología como de la sociología jurídica, y se refiere a la coexistencia de 
sistemas jurídicos diversos dentro de un mismo campo social, lo cual cuestiona la 
visión etnocéntrica del derecho occidental, que ha sido construida asignándole el 
papel de único y legitimo referente de derecho por el positivismo jurídico”. 
 
 
Por tanto, es importante comprender que después de la constitución de Montecristi, el Ecuador 
es un Estado Plurinacional, es decir, que en el coexisten diversos sistemas normativos, pero el 
problema más grave del reconocimiento del pluralismo jurídico, es la aceptación por parte de 
los que conforman la Justicia Ordinaria, al no aceptar que el derecho es una materia que para 
funcionar correctamente necesita apoyarse en otras ramas y en el caso particular de la justicia 
Indígena debe auxiliarse de otras disciplinas para lograr implementar una efectiva 
administración de justicia, siendo este un tema nuevo para la administración de justicia es 
necesario contar con elementos de valor como el peritaje con el fin de determinar si la 
jurisdicción indígena o la ordinaria son el camino correcto para la solución de un conflicto. 
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El (Convenio 169, OIT , 1989), es un instrumento jurídico internacional vinculante, ya que el 
Ecuador lo ratifico en 1998, y se trata específicamente de los pueblos indígenas y tribales.  Este 
convenio está dedicado a la defensa del derecho indígena y al pluralismo jurídico, de tal manera 
que los principales artículos en los cuales se reconoce de manera implícita el pluralismo 
jurídico y el derecho indígena son:  
 
 
“Artículo 8.-  
 
1. Al aplicar la legislación nacional a los pueblos interesados deberán tomarse 
debidamente en consideración sus costumbres o su derecho consuetudinario. 
 
2. Dichos pueblos deberán tener el derecho de conservar sus costumbres e 
instituciones propias, siempre que estas no sean incompatibles con los derechos 
fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los derechos 
humanos internacionalmente reconocidos.  Siempre que sea necesario, deberán 
establecerse procedimientos para solucionar los conflictos que puedan surgir en la 
aplicación de este principio. 
 
 
Articulo 9.- 
 
1. En la medida en que ello sea compatible con el sistema jurídico nacional y con los 
derechos humanos internacionalmente reconocidos, deberán respetarse los métodos  
a los que los pueblos interesados recurren tradicionalmente para la represión de los 
delitos cometidos por sus miembros. 
 
2. Las autoridades y los tribunales llamados a pronunciarse sobre cuestiones penales 
deberán tener en cuenta las costumbres de dichos pueblos en la materia. 
 
 
Articulo 10.- 
 
1. Cuando se impongan sanciones penales previstas por la legislación general a 
miembros de dichos pueblos deberán tenerse en cuenta sus características 
económicas, sociales y culturales.” 
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Otro de los instrumentos internacionales que reconoce la pluralidad jurídica, el derecho 
indígena y la jurisdicción, es la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas, adoptado por la Organización de las Naciones Unidas en el año 2007,  dicha 
declaración en su artículo 2, reconoce la igualdad de los sujetos colectivos y sus miembros en 
cuanto a derechos, este reconocimiento es importante ya que del reconocimiento de la igualdad 
ante la ley de las personas individuales, se reconoce la igualdad entre los sujetos colectivos, es 
decir, entre distintos pueblos que habitan en una determinada jurisdicción. 
 
 
El artículo 5 de la misma declaratoria, guarda relación con lo determinado en el artículo 57 de 
la constitución vigente, al reconocer a los pueblos indígenas el derecho a conservar y reforzar 
sus propias instituciones políticas, jurídicas, económicas, sociales y culturales, manteniendo a 
la vez su derecho a participar plenamente, si lo desean, en la vida política, económica, social y 
cultural del país.   
 
 
El artículo 35 de la declaratoria, guarda concordancia con el artículo 5 referido en el párrafo 
anterior, reconociendo y promoviendo el desarrollo de sistemas jurídicos propios. 
 
 
La (Constitución de la Republica del Ecuador, 2008) en su artículo primero manifiesta que: “el 
Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático, soberano, 
independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico…” por tanto la costumbre de los 
pueblos indígenas instaura un derecho diverso y autónomo del Ordinario, estableciendo en el 
Ecuador un pluralismo jurídico al cual  (Cabedo Mallol, 2002), lo define como: 
 
 
“La existencia simultanea dentro del mismo espacio de un estado de diversos 
sistemas de regulación social y resolución de conflictos, basados en cuestiones 
culturales, étnicas, raciales, ocupacionales, históricas, económicas, ideológicas, 
geográficas, políticas, o por la diversa ubicación en la conformación de la 
estructura social que ocupan los actores sociales”. 
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El que existan dos sistemas jurídicos autónomos cada uno con características jurídicamente 
distintas y propias de la administración de justicia, constituiría una idea innovadora y sin 
precedente en el derecho constitucional ecuatoriano.   
 
 
Evidenciando como se había manifestado antes, que el pluralismo jurídico es la coexistencia de 
dos sistemas jurídicos autónomos y que bajo esta premisa el reconocimiento de la justicia 
indígena rompe el monopolio estatal en la administración de justicia, ya que el sistema escrito 
luego de la promulgación de la constitución de Montecristi dejo de ser el único sistema oficial 
de la administración de justicia, dando paso a un nuevo sistema que hasta la Constitución de 
1998 operaba clandestinamente como es el consuetudinario indígena. 
 
 
La administración de justicia indígena, se basa no en un ordenamiento jurídico positivo, sino 
principalmente en las costumbres y derecho consuetudinario de los pueblos indígenas, como la 
propia norma constitucional lo establece, por lo tanto el derecho propio se convierte en fuente 
del derecho, dejando de ser contrarias a la ley y pasando a tener una igual jerarquía y autonomía 
que el Derecho positivo. 
 
 
La misión de los ecuatorianos es integrar poco a poco en el diario vivir y en pro de la 
democracia la plurinacionalidad, entendiendo que el país es un lugar diverso rico en naturaleza 
por lo que no se puede pensar en la justicia indígena solo para hechos punibles sino que tomar 
los saberes ancestrales en su totalidad apreciando nuestro entorno y cuidando de la riqueza que 
posee nuestra PACHA MAMA.  
 
 
No basta con mencionarlo en la constitución si en la realidad no es respetado, además esto no 
garantiza igualdad, ni que exista la justicia adecuada o que la justicia ordinaria no quiera 
sobreponerse a la recién integrada justicia indígena.  
 
 
Por estas razones no se puede dejar de lado la necesidad de determinar mecanismos que 
coordinen las administraciones de justicias reconocidas en el país.  
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Porque hablar de pluralismo jurídico significa reconocer las diferentes funciones, contextos y 
fines sociales de las distintas normas jurídicas, reconociendo e integrando los saberes 
ancestrales a la estructura legal, sin esperar con ello una trasformación de sus costumbres.  
 
 
Dejando de lado atavismos positivistas sin tener que poner una administración contar la otra, 
más bien fomentar una correcta y diligente administración de justicia en concordancia con la 
realidad cultural de los involucrados. 
 
 
En conclusión, el pluralismo jurídico no es más que el reconocimiento expreso de la diversidad 
de pueblos que en el conviven, y por tanto la toma de decisiones debe ser conjunta.    
 
 
La (Corte Constitucional Colombiana) mediante sentencia expresa que: 
 
 
“el reconocimiento de la sociedad moderna como un mundo plural en donde no 
existe un perfil de pensamiento sino una confluencia de fragmentos socio culturales, 
que se aleja de la concepción unitaria de “naturaleza humana”, ha dado lugar en 
occidente a la consagración del principio constitucional del respeto a la diversidad 
cultural”. 
 
 
Entendiendo que la justicia tal y como lo manifiesta (Galarza Paz) es: “El deber de dar a cada 
uno lo suyo”, es decir, que la base de la justicia siempre será dar a cada uno de los individuos lo 
que la ley determina para cada uno de nosotros. 
 
 
Este deber corresponde según nuestra constitución a las autoridades judiciales mencionadas en 
el artículo 172 de la (Constitución de la República del Ecuador, 2008), a los jueces de paz, a los 
mediadores y árbitros y por supuesto a las autoridades indígenas ya estudiadas según lo 
determina el artículo 171.  
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Todos estos tipos de autoridades a mi criterio están envestidos por la Constitución de la misma 
potestad de otorgar justicia, pero difieren en la forma de como la realizan, en especial entre el 
Juez Ordinario y la Autoridad Indígena, ya que mientras el juez ordinario lo hace conforme a la 
ley, a la cual somete todas sus actuaciones y resoluciones, en cambio la autoridad indígena lo 
hace conforme a la costumbre y derecho consuetudinario de  la comunidad donde habita, 
configurándose así el pluralismo jurídico el cual se fortalecerse por medio de la aceptación de 
ambos sistemas jurídicos. 
 
 
Dejando como propuesta un mundo entrelazado como hermanos, tal y como lo propone (Albo, 
2000).  
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CAPITULO II 
2 PRINCIPIOS DE LA JUSTICIA INDÍGENA 
 
2.1 AUTODETERMINACIÓN DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS 
 
(Torres Galarza, 1998), hace referencia a las organizaciones Indígenas, que en 1993 en la 
Conferencia Mundial sobre los Derechos Humanos de Viena, manifestaron: 
 
 
“Entendemos la libre determinación como el derecho que tienen nuestros pueblos a 
poseer, controlar, administrar y desarrollar un territorio actual o ancestral 
jurídicamente reconocido y respetado, dentro del cual un pueblo, sin injerencias de 
ninguna especie, desarrolla, recrea y proyecta todos los aspectos de su cultura 
particular y especifica. En esos territorios nuestros pueblos implementan su propio 
modelo y opción de desarrollo según sus propias concepciones cosmogónico-
filosóficas de la economía y de su  relación con la naturaleza, controlando 
efectivamente, los recursos del suelo y del subsuelo” 
 
 
El concepto manejado por las organizaciones indígenas no está muy lejos de la realidad, ya que 
la determinación de los pueblos indígenas no es más que su  derecho a autogobernarse a elegir y 
ser elegidos para la administración interna de sus territorios. 
   
 
La autonomía en su sentido más general es la facultad de los pueblos de gobernarse así mismos, 
mediante sus costumbre y leyes propias. Es un sistema que puede cobrar vigencia dentro del 
Estado al cual pertenece. 
 
 
La autonomía no busca satisfacer los intereses de algunas comunidades, sino su propósito es 
integrar a todos los miembros que conforman un territorio por medio de coordinación y no de 
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subordinación de las minorías que pertenecen a un Estado. Por lo tanto el régimen de autonomía 
no es nada más, ni nada menos que parte del Estado.  
 
 
(HOEKEMA, 1996), manifiesta que la autodeterminación de los pueblos no busca la separación 
del territorio del estado, lo que busca es poder autogobernarse dentro de sus territorios, es así 
que para el autor la autonomía:  
 
 
“implica el reconocimiento de pueblos indígenas como entidades públicas, con 
capacidad legal y con garantía de poder emitir normas dentro de su jurisdicción y 
de participar en la elaboración de las políticas estatales, departamentales, etc. 
Implica el reconocimiento de un hecho social sumamente importante: la existencia 
de entidades sociales diferentes con su propia identidad y propio tipo de 
solidaridad, con sus propias instituciones, valores y normas, una visión del mundo 
propio, una manera propia de producir y distribuir los bienes, de conformar y 
mantener el orden social”   
 
 
Por tanto la autonomía o autodeterminación de los pueblos indígenas no es más que el fiel 
sentimiento de expresar sus formas de vivir, sentir y pensar bajo sus raíces ancestrales y 
vivencias extraídas por el pasar del tiempo. 
 
 
Las bases indígenas del Ecuador y llegando más lejos de América Latina, han propuesto el 
reconocimiento de los pueblos indígenas en sus Constituciones no solo como etnias sino como 
nacionalidades aunque nunca han pensado en una separación del Estado nacional. 
 
 
Ya que entender la palabra autonomía en un sentido estrictamente etimológico, haría pensar que 
los pueblos indígenas entienden la autonomía como independencia, por el contrario el deseo de 
estos, es autogobernarse, obteniendo el poder de legislar dentro de su jurisdicción, de crear 
normas de convivencia con carácter jurídico enmarcado en su Derecho Propio a nivel interno de 
la comunidad, esto es la llamada autonomía interna, no hay que olvidar que el reconocimiento 
de los pueblos indígenas así como el de la administración de justicia ancestral, está supeditada a 
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la Constitución y los Derechos Humanos, razón por la cual siempre estarán subordinados a la 
tutela política del Gobierno Central. 
 
 
Es así que la (Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador, 1994) en su proyecto de 
reformas constitucionales expresó: 
 
 
“Los pueblos indígenas tienen el derecho a decidir sus propias prioridades en lo 
que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que este afecte a sus vidas, 
creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras y territorios que ocupan 
o utilizan, así como de diseñar y controlar su propio desarrollo económico, político 
científico, social y cultural. Además dichos pueblos participaran directamente en la 
formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo 
regional y nacional” 
 
 
Entendiéndose que la libre determinación no implica la separación del Estado, y que lo último 
que buscan los pueblos indígenas, al menos del Ecuador es la autodeterminación externa, que 
conceptualizado es la “facultad de establecer relaciones directamente con los Estados”. 
 
 
Como había manifestado antes, el derecho por el que los pueblos indígenas han venido 
luchando por muchos años es la autodeterminación interna que busca exclusivamente recuperar 
sus derechos colectivos y el control de sus territorios de manera que puedan ejercer su justicia, 
crear normas bajo su propia cosmovisión, sin dejar de lado el Estado al que pertenecen y al que 
han de rendir cuentas por todo lo actuado dentro de la comunidad siempre y cuando estas se 
opongan a la constitución como norma suprema, o, a los derechos humanos internacionalmente 
reconocidos. 
 
 
La (Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador, 1997) define a la autonomía 
como: 
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"la capacidad de decisión y control propio de los pueblos y nacionalidades 
indígenas en nuestros territorios en el orden administrativo, jurídico, político, 
económico, social y cultural con la existencia y reconocimiento de las autoridades 
propias en coordinación con las autoridades centrales. Ser autónomos o aspirar a 
serlo no significa el aislamiento, separación o rechazo a otros sectores de la 
población"  
 
 
Entendiéndose claramente que el objetivo primordial de los pueblos indígenas es ejercer 
derechos políticos, económicos y culturales dentro de sus jurisdicciones, recalcando como ya se 
había mencionado el deseo de ser elegidos y elegir sus autoridades con el fin de tener una 
autonomía no solo Judicial sino que mantener el control de toda la comunidad a nivel interno, 
con facultades para defender sus territorios y que estos sean respetados como ancestrales y de 
propiedad de la comunidad.  
 
 
De tal manera que para comprender la intención de los pueblos indígenas, podríamos ver como 
ejemplo el caso del Municipio Metropolitano de Quito, que por descentralización de la 
Administración Pública Central, asume competencias y atribuciones, que en ningún caso pueden 
estar fuera de la Ley, en este caso del Código Orgánico De Organización Territorial, Autonomía 
y Descentralización, y que esta autonomía no significa para nada, autonomía total, ya que 
siempre estará regulado por la administración central.  
 
 
Por tanto el Municipio de Quito podría verse como un pequeño Estado que por su estructura 
jerárquica está integrado por un alcalde o alcaldesa, también está integrado por los concejales o 
concejalas los cuales son electos por votación popular, por gerentes de empresas metropolitanas, 
administradores zonales, delegados encargados de diseñar, planificar, y ejecutarlas políticas de 
desarrollo local y por comisarios metropolitanos.  
 
 
Es así que el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito tiene facultades para Administrar 
Justicia por medio de sus comisarios metropolitanos en casos de control urbano, mercados, 
publicidad, ambiente, ruido, seguridad entre otros, mientras que la Administración Central es 
colegisladora en la elaboración de Ordenanzas. 
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Dejando evidenciar que la autonomía del Municipio del Distrito Metropolitano de Quito no ha 
significado una separación del Estado, ni una fragmentación de la unidad nacional, por el 
contrario ha surgido una relación reciproca de complementación entre el Gobierno Central y el 
Municipio del Distrito Metropolitano de Quito. 
 
 
Por lo tanto, la atomía no debería ser interpretada como una renuncia a la soberanía del país, 
sino como una distribución de atribuciones y competencias que complementan a las demás 
funciones del Estado en el marco de la descentralización y la participación ciudadana.  
 
 
En este sentido la autodeterminación de los pueblos indígenas, no es más que la facultad de 
decidir su propio destino, tanto jurídico, económico y cultural, por supuesto en el marco del país 
al que pertenece. 
 
 
La autonomía es  un derecho a intervenir en forma directa y permanente en todos los asuntos, 
planes, programas, proyectos que tengan relación con las vidas y destinos de los indígenas. 
 
 
En cuanto a lo político, implica la organización que ha de dar lugar al ejercicio del derecho 
propio y por ende a una organización política fundada en el autogobierno, el rescate y 
reconocimiento de la historia, particularmente de las tradiciones democráticas y comunitarias de 
los pueblos indígenas, consolidando el vínculo estrecho entre el pasado y la construcción de un 
futuro mejor. 
 
 
Conllevando a una verdadera e incluyente democracia que a la larga vería frutos en la unidad 
nacional. 
 
 
En el aspecto económico, la aspiración de los pueblos indígenas a la autodeterminación tiene 
que ver con el medio ambiente y el tema de desarrollo sustentable de sus territorios, con el fin 
de preservar la relación armoniosa existente entre el hombre y la naturaleza según la 
cosmovisión indígena.  
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La autodeterminación a nivel cultural y educacional es uno de los frentes en los que más han 
luchado los indígenas, con las reformas en cuanto a educación se ha implantado educación 
Intercultural Bilingüe, que en ciertos sentidos responde a la cosmovisión y filosofía de los 
indígenas haciendo uso de su lengua materna, pero la tarea no ha terminado la lucha por la 
implantación de este sistema educativo continua por mejoras en su calidad, lo que supone una 
mejor formación de los profesores con recursos suficientes. Así se podrá rescatar las culturas 
originarias y desarrollarlas. 
 
 
Esta ansiada autonomía permitirá a los pueblos indígenas, rediseñar los conceptos de desarrollo, 
racionalidad económica, progreso, subordinándolos a sus propios intereses, rescatando las 
experiencias, cultivos y tecnologías tradicionales. 
 
 
De esta forma, se contribuye a la creación de un nuevo mundo, con un mejor porvenir en donde 
la autonomía de paso a la unión de los pueblo. 
 
 
2.2 JURISDICCIÓN INDÍGENA 
 
La jurisdicción, tal y como lo dice el artículo primero del (CODIGO DE PROCEDIMIENTO 
CIVIL) es: 
 
 
“El poder de administrar justicia, consiste en la potestad pública de juzgar y hacer 
ejecutar lo juzgado en una materia determinada, potestad que corresponde a los 
tribunales y jueces establecidos por las leyes. 
 
 Competencia es la medida dentro de la cual la referida potestad está distribuida 
entre los diversos tribunales y juzgados, por razón del territorio, de la materia, de 
las personas y de los grados” 
 
 
Bajo este lineamiento, la jurisdicción indígena es la facultad de ejercer justicia, previniendo y 
realizado correctivos a los integrantes de la comunidad que violen las normas consuetudinarias 
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aceptadas por la colectividad, lo cual implica un reconocimiento explícito de la capacidad que 
tienen los pueblos y nacionalidades indígenas para administrar justicia. 
 
 
La jurisdicción indígena es un derecho ganado y otorgado a los pueblos y nacionalidades 
indígenas por el Derecho Internacional y en nuestro caso por la (Constitución de la República 
del Ecuador, 2008) que manifiesta:  
 
 
“Art. 257.- En el marco de la organización político administrativa podrán 
conformarse circunscripciones territoriales indígenas o afroecuatorianas, que 
ejercerán las competencias del gobierno territorial autónomo correspondiente, y se 
regirán por principios de interculturalidad, plurinacionalidad y de acuerdo con los 
derechos colectivos. 
 
Las parroquias, cantones o provincias conformados mayoritariamente por 
comunidades, pueblos o nacionalidades indígenas, afroecuatorianos, montubios o 
ancestrales podrán adoptar este régimen de administración especial, luego de una 
consulta aprobada por al menos las dos terceras partes de los votos válidos. Dos o 
más circunscripciones administradas por gobiernos territoriales indígenas o 
pluriculturales podrán integrarse y conformar una nueva circunscripción. La ley 
establecerá las normas de conformación, funcionamiento y competencias de estas 
circunscripciones.” 
 
 
Es así, que la jurisdicción indígena, se refiere a la autodeterminación de los pueblos y 
nacionalidades indígenas para desarrollar sus propias reglas, elegir y ser elegidos como 
autoridades judiciales que ejercerán funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial, es 
claro que esta autodeterminación no responde en ningún momento a las sospechas infundadas 
de que los pueblos y nacionalidades indígenas quieran independencia  del órgano estatal. 
 
 
El fin de la existencia de la jurisdicción indígena es instaurar el respeto a la propia cultura de los 
pueblos indígenas y de todos los que conforman el Estado. 
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(SANCHEZ, 2000), manifiesta que: 
 
 
“la construcción de un sistema pluricultural  y multiétnico, es una adecuación entre 
el sistema de la jurisdicción especial indígena y el sistema de la jurisdicción 
nacional, para adecuar esta relación entre ambos sistemas, es importante el 
reconocimiento de la igualdad en la diferencia que es un principio multicultural o 
pluricultural”.  
 
 
2.3 INSTRUMENTOS INTERNACIONALES SOBRE LOS PUEBLOS 
INDÍGENAS 
 
Los Pueblos Indígenas han tenido su lucha no solo a nivel interno de cada Estado, su lucha ha 
sido tan persistente, convirtiéndose en uno de los temas más importantes a tratar por la 
comunidad internacional, es así que la  Declaración de los Derechos Humanos en 1948, 
marcaría el inicio de los cuestionamientos de carácter moral de todos los estados, sobre los 
derechos de los pueblos y nacionalidades indígenas, y que se visibilizaría más tarde con la 
expedición de declaraciones, pactos, y convenios que buscan reconocer, reafirmar y solidificar 
los derechos de los pueblos que han sido vulnerados en el pasado. 
 
 
En 1960 los instrumentos internacionales se preocuparon por recalcar la importancia de los 
derechos fundamentales, es así que, el (Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos, 
1966) manifiesta que: 
 
 
“Art. 26.- Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin 
discriminación a igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda 
discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva contra 
cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición social”.  
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Evidenciando que el propósito del Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos de 
1966, y entrado en vigor en 1976, es garantizar los derechos fundamentales de los seres 
humanos, derechos individules tales como la vida, la libertad, la igualdad ante la ley y la 
seguridad, con el unico fin de alcanzar “libertad, justicia y paz en el mundo”. (Pacto 
Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos, 1966, pág. Preambulo). 
 
 
Pero lo trascendental del (Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos, 1966) en 
cuanto a los pueblos indígenas es lo manifestado en el: 
 
 
“Art. 27.- En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas, 
no se negará a las personas que pertenezcan a dichas minorías el derecho que les 
corresponde, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida 
cultural, a profesar y practicar su propia religión y a emplear su propio idioma”. 
 
 
Este artículo, hace énfasis en los derechos individuales de minorías con cargas culturales 
particulares, logrando la no discriminación a las personas culturalmente diferentes, 
desconociendo cuerpos colectivos con vinculación entre ellos y poseedores de una estructura 
socio-administrativa, por tanto, para este momento no se reconocían aun los derechos 
colectivos.  
 
 
Otro de los convenios importantes para la época de los 60, fue el Pacto Internacional sobre 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en él se establecen derechos que garanticen las 
necesidades vitales de los miembros de un Estado, instando a que estos derechos sean a largo 
plazo y que su desarrollo se encuentre dentro de un plan no de gobierno sino de país. 
 
 
El (Pacto Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 1966) en cuanto a 
los pueblos claramente expresa: 
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“Artículo 1.-  
 
1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este 
derecho establecen libremente su condición política y proveen asimismo a su 
desarrollo económico, social y cultural.  
 
2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libremente de sus 
riquezas y  recursos naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de 
la cooperación económica  internacional basada en el principio de beneficio 
recíproco, así como del derecho internacional. En ningún caso podrá privarse 
a un pueblo de sus propios medios de subsistencia.  
3. Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen la 
responsabilidad de administrar territorios no autónomos y territorios en 
fideicomiso, promoverán el ejercicio del derecho de libre determinación, y 
respetarán este derecho de conformidad con las disposiciones de la Carta de 
las Naciones Unidas”. 
 
 
El artículo primero de este Pacto Internacional reconoce abiertamente la autodeterminación de 
los pueblos, pero nunca especifica que pueblos, por ende se entendería que al referirse a los 
pueblos se refiere a los legalmente reconocidos en ese tiempo por la comunidad internacional, 
por lo que el derecho de autodeterminación al que hace referencia este Pacto, no es de los 
pueblos indígenas sino en general al derecho de los pueblos a su desarrollo político, económico, 
social y cultural.  
 
 
Los dos Pactos mencionados anteriormente son instrumentos internacionales que surgieron de la 
necesidad de la humanidad de llevar una vida digna sin discriminación, con derechos 
fundamentales que salvaguarden la integridad física, moral y económica de todos.  
 
 
El (Convenio 107 de la Organización Internacional del Trabajo, 1957) relativo a la protección e 
integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribuales y semitribuales en los 
países independientes, es el antecedente del (Convenio 169 de la Organización Internacional del 
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Trabajo, 1989) sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, la (Organizacion 
Internacional del Trabajo, 1996-2014), ha elaborado mediante su página web un cuadro con las 
principales diferencias entre los convenios 107 y 169: 
 
Cuadro 1.  Diferencias entre los Convenios 107 y 169 de la OIT 
 
Convenios núm. 107 y 169: diferencias principales 
Núm. 107 Núm. 169 
 Se basa en el supuesto que los 
pueblos indígenas y tribales 
eran sociedades temporarias 
destinadas a desaparecer con 
la «modernización» 
 Se basa en la creencia 
que los pueblos 
indígenas constituyen 
sociedades 
permanentes 
 Hace referencia a «poblaciones 
indígenas y tribales» 
 Hace referencia a 
«pueblos indígenas y 
tribales» 
 Fomentaba la integración  Reconoce y respeta la 
diversidad étnica y 
cultural 
Elaborado por: (Organizacion Internacional del Trabajo, 1996-2014) 
 
 
De este análisis se desprende claramente el avance que hubo entre los dos convenios, es así que 
el Convenio 169, ratificado por nuestro país 10 años más tarde, se convirtió en uno de los 
instrumentos internacionales más importantes para los pueblos indígenas del Continente 
americano, por ser el primero que trata primordialmente el tema Indígena. 
 
 
La (Organizacion Internacional del Trabajo, 1996-2014), cuyo principal objetivo es “promover 
la paz social”, elabora el Convenio 169 con el fin de mejorar las condiciones laborales de los 
trabajadores indígenas, ya que por su historia eran vulnerables a una serie de abusos, pero con el 
pasar del tiempo este Convenio fue evolucionando hasta ser uno de los apoyos legales más 
significativos de los Pueblos indígenas. 
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El mayor logro de este instrumento internacional es que los pueblos indígenas puedan exigir 
nuevos marcos legales que viabilicen la adecuada existencia de los mismos, por medio de 
políticas específicas que les permitan relacionarse con el Estado al que pertenecen, bajo los 
principios de respeto y aceptación a la diversidad cultural y étnica. 
 
 
Los países adscritos al Convenio 169, deben en el plazo de un año alinear sus legislaciones 
internas y replantear sus políticas antes de que venza el plazo, además los países que ratifiquen 
dicho Convenio estarán sujetos a supervisión en cuanto a la implementación de las 
declaraciones hechas en el Convenio, el fin del Convenio es que los Estados reconozcan los 
derechos específicos de los pueblos indígenas, permitiéndoles desarrollar sus formas de vida, 
instituciones, leyes, costumbres, tradiciones, modos de uso de la tierra, en general que los 
Estados a los que pertenecen garanticen la seguridad de estos pueblos. 
 
 
La discriminación, no es un tema nuevo, pues a lo largo de la historia los pueblos indígenas han 
sido humillados y relegados por sus creencias, raza, costumbres y en general por ser diferentes a 
los demás, por lo que el Convenio 169 se preocupó por utilizar como principio la no 
discriminación de los pueblos y nacionalidades es así que el (Convenio 169 de la Organización 
Internacional del Trabajo, 1989) expresa que: 
 
 
“Artículo 3.  
 
1. Los pueblos indígenas y tribales deberán gozar plenamente de los derechos 
humanos y libertades fundamentales, sin obstáculos ni discriminaciones. Las 
disposiciones de este Convenio se aplicarán sin discriminaciones a los hombres y 
mujeres de esos pueblos”. 
 
“Artículo 4.  
 
3. El goce sin discriminación de los derechos generales de ciudadanía no deberán 
sufrir menoscabo alguno como consecuencia de tales medidas especiales”. 
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“Art. 20. 
 
2. Los gobiernos deberán hacer cuanto esté en su poder por evitar cualquier  
discriminación  entre los trabajadores pertenecientes a los pueblos  interesados  y  
los  demás  trabajadores”. 
 
 
El (Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, 1989) dice que: 
 
 
“Artículo 6.  
 
1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán:  
 
a) consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en 
particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean 
medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente;  
 
b) establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan 
participar libremente, por los menos en la misma medida que otros sectores de la 
población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones en instituciones 
electivas y organismos administrativos y de otra índole responsables de políticas y 
programas que les conciernan;  
 
c) establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e iniciativas de 
esos pueblos, y en los casos apropiados proporcionar los recursos necesarios para 
este fin.  
 
2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán ejecutarse 
de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de 
llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas”. 
 
 
Por tanto, la consulta y participación de los pueblos indígenas en temas en los que se vean 
afectados directamente es la disposición más importante de este convenio, puesto que con ello 
se integra a los pueblos indígenas en la toma de decisiones para el desarrollo de sus pueblos, 
permitiéndoles dejar de ser espectadores para ser forjadores de su propio futuro.  
 
37 
Los reclamos de los pueblos indígenas por el reconocimiento de sus derechos, han dado lugar a 
la preocupación del derecho internacional, el cual ha avanzado abriendo un debate a nivel de 
organismos internacionales como la ONU, la OEA, que impulsaron la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. 
 
 
La (Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, 2007), ha 
marcado una reivindicación de los derechos fundamentales, situándose como un documento que 
reconoce específicamente los derechos individuales y colectivos de los pueblos indígenas tales 
como salud, educación, empleo, además que reconoce los derechos colectivos, culturales, y de 
identidad, con el fin de que los pueblos indígenas puedan desarrollarse de acuerdo a sus 
necesidades combatiendo la discriminación y el racismo, y que puedan preservar y fortalecer sus 
instituciones propias de acuerdo a su cosmovisión.   
 
 
Es así, que la (Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, 
2007) en un breve resumen reconoce: 
 
 
 Los derechos a la libre determinación, a la participación en la vida del Estado, la 
nacionalidad y la prohibición de la discriminación.  
 
 Las amenazas a la supervivencia de los pueblos indígenas como pueblos distintos. 
 
 La consulta previa en cuestiones que afecten directamente a los pueblos indígenas. 
 
 La identidad espiritual, lingüística y cultural de los pueblos indígenas, los derechos de 
participación, el desarrollo y otros derechos económicos y sociales. 
 
 La tierra y los derechos sobre los recursos. 
 
 Los derechos a la educación, la información y el trabajo. 
 
 El ejercicio de la libre determinación y las instituciones indígenas. 
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 Los elementos básicos de interculturalidad jurídica, que aseguren la necesidad de que se 
respete la determinación de estructuras institucionales propias de cada comunidad y de 
acuerdo a sus procedimientos propios. 
 
 
Y por último no hay que olvidar que el país, ha reconocido la competencia de la Comisión y 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, por lo que reconoce la vinculación de la 
jurisprudencia que la Corte Interamericana emite en los casos que sentencia. 
 
 
 
2.4 ANÁLISIS DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPUBLICA DEL 
ECUADOR DE 1998 Y LA ACTUAL CONSTITUCIÓN DE LA REPUBLICA 
DEL ECUADOR DEL 2008  
 
 
En el 2008, el cambio político que vivió el Ecuador, trajo consigo la propuesta de una Asamblea 
Constitucional que reformaría el sistema político, judicial y social de nuestro país, reformando 
la Constitución Política de la Republica de 1998, diez años después de ser reformada la 
Constitución, la idea innovadora de aprobar por referéndum una constituyente basada en lo 
ciudadano, que creo, el nuevo poder del estado denominado Transparencia y Control Social.  
 
 
Uno de los avances con más connotación no solo en el plano nacional sino internacional se hizo 
en materia indígena con el reconocimiento a la jurisdicción indígena dicho en otras palabras la 
llamada Justicia indígena y varias reformas en cuanto a los pueblos y nacionalidades indígenas 
de nuestro país, es así que la constitución del 2008 si bien reformo varios artículos y en otros 
avanzo de manera sustancial en otros al parecer se dio un retroceso, por ello se analizara los 
derechos colectivos relacionados con los pueblos indígenas artículo por artículo, con una 
comparación entre la Constitución Política de 1998 y la Constitución del 2008. 
 
 
Tras el largo proceso de lucha del movimiento indígena ecuatoriano, se logró la incorporación 
constitucional del valor inherente de la diversidad cultural, la (CONSTITUCION POLITICA 
DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR, 1998)  manifiesta:  
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“Art. 1.- El Ecuador es un estado social de derecho, soberano, unitario, 
independiente, democrático, pluricultural y multiétnico. Su gobierno es 
Republicano, presidencial, electivo, representativo, responsable, alternativo, 
participativo y de administración descentralizada. 
 
La soberanía radica en el pueblo, cuya voluntad es la base de la autoridad, que 
ejerce a través de los órganos del poder público y de los medios democráticos 
previstos en esta Constitución. 
 
El Estado respeta y estimula el desarrollo de todas las lenguas de los ecuatorianos. 
El castellano es el idioma oficial. El quichua, el shuar y los demás idiomas 
ancestrales son de uso oficial para los pueblos indígenas, en los términos que fija la 
ley. 
 
La bandera, el escudo y el himno establecidos por la ley, son los símbolos de la 
patria”. 
 
 
La (CONSTITUCION DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR, 2008), expresa: 
 
 
“Art. 1.- El Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, 
democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. 
Se organiza en forma de república y se gobierna de manera descentralizada. 
 
La soberanía radica en el pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la autoridad, y 
se ejerce a través de los órganos del poder público y de las formas de participación 
directa previstas en la Constitución. 
 
Los recursos naturales no renovables del territorio del Estado pertenecen a su 
patrimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible”. 
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Con la constitución del 98 se reconoció expresamente en la norma suprema que el Ecuador era 
un Estado pluricultural y multiétnico, aparentemente con el texto de la constitución del 2008, se 
daba un giro de 360 grados, al avance en materia indígena, más si bien el reconocimiento en el 
constitución del 2008 fue expreso de que el Ecuador es un Estado intercultural y plurinacional, 
dicha denominación significaría que nuestro país está conformado de varias nacionalidades y 
pueblos, pero no basta con el reconocimiento de la diversidad, sino se cambia la política 
monocultural hacia una política intercultural. 
 
 
El verdadero cambio empieza una vez que las autoridades promuevan una política de 
coordinación que no solo tenga que ver con la Justicia Indígena y el reconocimiento de las 
nacionalidades indígenas, porque el Estado Plurinacional debe reflejar este principio en todos 
los ámbitos. 
 
 
Como el político, aceptando las institucionalidades políticas de los pueblos y nacionalidades y 
no relegándolos a una minoría, ya que por ser un derecho reconocido deberían tener su propia 
representación dentro del Legislativo, independientemente de a qué partido o representación 
pertenezcan y solo basándose en la Plurinacionalidad, hecho que jamás se visibilizo en la 
organización política del Ecuador, convirtiéndose en uno más de los discursos políticos.  
 
 
El Ecuador en lugar de avanzar hacia un Estado plagado de derechos, como se quiere hacer ver, 
dio un grave retroceso al no asumir en la conformación del sistema de poder y del sistema 
económico la plurinacionalidad consagrada por la Constitución del 2008, de igual forma que en 
el tema del buen vivir o sumak kawsay, que si bien, está estipulado en la (CONSTITUCION 
DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR, 2008) y manifiesta que: 
 
 
“Art. 14.- Se reconoce el derecho de la población a vivir en un ambiente sano y 
ecológicamente equilibrado, que garantice la sostenibilidad y el buen vivir, sumak 
kawsay. 
 
Se declara de interés público la preservación del ambiente, la conservación de los 
ecosistemas, la biodiversidad y la integridad del patrimonio genético del país, la 
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prevención del daño ambiental y la recuperación de los espacios naturales 
degradados”. 
 
 
Pero lo único que refleja es que la relación que debería existir entre el buen vivir y la 
conformación del poder en el sistema político, la producción, distribución, y consumo de los 
recursos económicos no existe por cuanto la ley no ha permitido ese tipo de coordinación por lo 
que es importante definir cuál es el rol de estas aparentes garantías constitucional, la idea de 
declarar un Estado Plurinacional es democratizar el Estado dejando para la historia la 
relegación de los pueblos que no son un ente paralelo al Estado sino que son parte del país, un 
país en unidad de derechos y obligaciones. 
 
 
En cuanto al idioma manifestado en el artículo primero de la Constitución del 98 y ratificado 
por el artículo segundo de la actual constitución, se establece al castellano como idioma oficial 
del Ecuador, con la diferencia que en la (CONSTITUCION DE LA REPUBLICA DEL 
ECUADOR, 2008) en su artículo segundo establece que: “el castellano, el kichwa y el shuar 
son idiomas oficiales de relación intercultural” aspecto innecesario de aclarar ya que todos los 
idiomas son el nexo de una “relación intercultural”, creando una contradicción con el artículo 
primero de la Constitución vigente, el cual manifiesta, como se ha analizado antes que el 
Ecuador es un Estado “Intercultural y Plurinacional” bajo este contexto es imposible pensar 
que si en un territorio hay varias nacionalidades y diversidad de pueblos en ese mismo territorio 
pueda existir un solo idioma reconocido como oficial. 
 
 
Uno de los avances que tuvo la Constitución de Montecristi, es en cuanto a los principios de 
aplicación de los derechos, pues la (CONSTITUCION DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR, 
2008) claramente manifiesta que: 
 
 
“Art. 10.- Las personas, comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos son 
titulares y gozarán de los derechos garantizados en la Constitución y en los 
instrumentos internacionales”. 
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Aceptando expresamente la existencia de sujetos colectivos, tales como las comunidades, 
pueblos y nacionalidades, y no solo de manera general como lo manifestaba la 
(CONSTITUCION POLITICA DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR, 1998) al referirse 
como sujetos de derechos “a todos sus habitantes”: 
 
 
“Art. 17.- El Estado garantizará a todos sus habitantes, sin discriminación alguna, 
el libre y eficaz ejercicio y el goce de los derechos humanos establecidos en esta 
Constitución y en las declaraciones, pactos, convenios y más instrumentos 
internacionales vigentes. Adoptará, mediante planes y programas permanentes y 
periódicos, medidas para el efectivo goce de estos derechos.” 
 
 
Los derechos colectivos reconocidos por la actual (CONSTITUCION DE LA REPUBLICA 
DEL ECUADOR, 2008) expresan que: 
 
 
“Art. 57.- Se reconoce y garantizará a las comunas, comunidades, pueblos y 
nacionalidades indígenas, de conformidad con la Constitución y con los pactos, 
convenios, declaraciones y demás instrumentos internacionales de derechos 
humanos, los siguientes derechos colectivos: 
 
1. Mantener, desarrollar y fortalecer libremente su identidad, sentido de 
pertenencia, tradiciones ancestrales y formas de organización social. 
 
2. No ser objeto de racismo y de ninguna forma de discriminación fundada en su 
origen, identidad étnica o cultural. 
 
4. El reconocimiento, reparación y resarcimiento a las colectividades afectadas 
por racismo, xenofobia y otras formas conexas de intolerancia y 
discriminación. 
 
43 
5. Conservar la propiedad imprescriptible de sus tierras comunitarias, que serán 
inalienables, inembargables e indivisibles. Estas tierras estarán exentas del 
pago de tasas e impuestos. 
 
6. Mantener la posesión de las tierras y territorios ancestrales y obtener su 
adjudicación gratuita. 
 
7. Participar en el uso, usufructo, administración y conservación de los recursos 
naturales renovables que se hallen en sus tierras. 
 
8. La consulta previa, libre e informada, dentro de un plazo razonable, sobre 
planes y programas de prospección, explotación y comercialización de recursos 
no renovables que se encuentren en sus tierras y que puedan afectarles 
ambiental o culturalmente; participar en los beneficios que esos proyectos 
reporten y recibir indemnizaciones por los perjuicios sociales, culturales y 
ambientales que les causen. La consulta que deban realizar las autoridades 
competentes será obligatoria y oportuna. Si no se obtuviese el consentimiento 
de la comunidad consultada, se procederá conforme a la Constitución y la ley. 
 
9. Conservar y promover sus prácticas de manejo de la biodiversidad y de su 
entorno natural. El Estado establecerá y ejecutará programas, con la 
participación de la comunidad, para asegurar la conservación y utilización 
sustentable de la biodiversidad. 
 
10. Conservar y desarrollar sus propias formas de convivencia y organización 
social, y de generación y ejercicio de la autoridad, en sus territorios legalmente 
reconocidos y tierras comunitarias de posesión ancestral. 
 
11. Crear, desarrollar, aplicar y practicar su derecho propio o consuetudinario, 
que no podrá vulnerar derechos constitucionales, en particular de las mujeres, 
niñas, niños y adolescentes. 
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12. No ser desplazados de sus tierras ancestrales. 
 
13. Mantener, proteger y desarrollar los conocimientos colectivos; sus ciencias, 
tecnologías y saberes ancestrales; los recursos genéticos que contienen la 
diversidad biológica y la agrobiodiversidad; sus medicinas y prácticas de 
medicina tradicional, con inclusión del derecho a recuperar, promover y 
proteger los lugares rituales y sagrados, así como plantas, animales, minerales 
y ecosistemas dentro de sus territorios; y el conocimiento de los recursos y 
propiedades de la fauna y la flora. 
 
 
 
Se prohíbe toda forma de apropiación sobre sus conocimientos, innovaciones y prácticas. 
 
14. Mantener, recuperar, proteger, desarrollar y preservar su patrimonio cultural e 
histórico como parte indivisible del patrimonio del Ecuador. El Estado 
proveerá los recursos para el efecto. 
 
15. Desarrollar, fortalecer y potenciar el sistema de educación intercultural 
bilingüe, con criterios de calidad, desde la estimulación temprana hasta el nivel 
superior, conforme a la diversidad cultural, para el cuidado y preservación de 
las identidades en consonancia con sus metodologías de enseñanza y 
aprendizaje. 
 
Se garantizará una carrera docente digna. La administración de este sistema será 
colectiva y participativa, con alternancia temporal y espacial, basada en veeduría 
comunitaria y rendición de cuentas. 
 
16.  Construir y mantener organizaciones que los representen, en el marco del 
respeto al pluralismo y a la diversidad cultural, política y organizativa. El 
Estado reconocerá y promoverá todas sus formas de expresión y organización. 
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17. Participar mediante sus representantes en los organismos oficiales que 
determine la ley, en la definición de las políticas públicas que les conciernan, 
así como en el diseño y decisión de sus prioridades en los planes y proyectos 
del Estado. 
 
18. Ser consultados antes de la adopción de una medida legislativa que pueda 
afectar cualquiera de sus derechos colectivos. 
 
19. Mantener y desarrollar los contactos, las relaciones y la cooperación con otros 
pueblos, en particular los que estén divididos por fronteras internacionales. 
 
20. Impulsar el uso de las vestimentas, los símbolos y los emblemas que los 
identifiquen. 
 
21. La limitación de las actividades militares en sus territorios, de acuerdo con la 
ley. 
 
22. Que la dignidad y diversidad de sus culturas, tradiciones, historias y 
aspiraciones se reflejen en la educación pública y en los medios de 
comunicación; la creación de sus propios medios de comunicación social en 
sus idiomas y el acceso a los demás sin discriminación alguna. 
 
Los territorios de los pueblos en aislamiento voluntario son de posesión ancestral 
irreductible e intangible, y en ellos estará vedada todo tipo de actividad extractiva. 
El Estado adoptará medidas para garantizar sus vidas, hacer respetar su 
autodeterminación y voluntad de permanecer en aislamiento, y precautelar la 
observancia de sus derechos. La violación de estos derechos constituirá delito de 
etnocidio, que será tipificado por la ley. 
El Estado garantizará la aplicación de estos derechos colectivos sin discriminación 
alguna, en condiciones de igualdad y equidad entre mujeres y hombres”. 
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La Carta Magna del 2008, complementa lo que había garantizado la (CONSTITUCION 
POLITICA DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR, 1998) donde el artículo 84 manifestaba 
que: 
 
“Art. 84.- El Estado reconocerá y garantizará a los pueblos indígenas, de 
conformidad con esta Constitución y la ley, el respeto al orden público y a los 
derechos humanos, los siguientes derechos colectivos: 
 
1. Mantener, desarrollar y fortalecer su identidad y tradiciones en lo espiritual, 
cultural, lingüístico, social, político y económico. 
 
2. Conservar la propiedad imprescriptible de las tierras comunitarias, que serán 
inalienables, inembargables e indivisibles, salvo la facultad del Estado para 
declarar su utilidad pública. Estas tierras estarán exentas del pago del impuesto 
predial. 
 
3. Mantener la posesión ancestral de las tierras comunitarias y a obtener su 
adjudicación gratuita, conforme a la ley. 
 
4. Participar en el uso, usufructo, administración y conservación de los recursos 
naturales renovables que se hallen en sus tierras. 
 
5. Ser consultados sobre planes y programas de prospección y explotación de recursos 
no renovables que se hallen en sus tierras y que puedan afectarlos ambiental o 
culturalmente; participar en los beneficios que esos proyectos reporten, en cuanto 
sea posible y recibir indemnizaciones por los perjuicios socio - ambientales que les 
causen. 
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6. Conservar y promover sus prácticas de manejo de la biodiversidad y de su entorno 
natural. 
 
7. Conservar y desarrollar sus formas tradicionales de convivencia y organización 
social, de generación y ejercicio de la autoridad. 
 
8. A no ser desplazados, como pueblos, de sus tierras. 
 
9. A la propiedad intelectual colectiva de sus conocimientos ancestrales; a su 
valoración, uso y desarrollo conforme a la ley. 
 
10. Mantener, desarrollar y administrar su patrimonio cultural e histórico. 
 
11. Acceder a una educación de calidad. Contar con el sistema de educación 
intercultural bilingüe. 
 
12. A sus sistemas, conocimientos y prácticas de medicina tradicional, incluido el 
derecho a la protección de los lugares rituales y sagrados, plantas, animales, 
minerales y ecosistemas de interés vital desde el punto de vista de aquella. 
 
13. Formular prioridades en planes y proyectos para el desarrollo y mejoramiento de 
sus condiciones económicas y sociales; y a un adecuado financiamiento del Estado. 
 
14. Participar, mediante representantes, en los organismos oficiales que determine la 
ley. 
 
15. Usar símbolos y emblemas que los identifiquen”. 
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Si bien la actual Constitución manda que los derechos colectivos consagrados en ella, deben 
mantener armonía con los instrumentos Internacionales, persiste el problema al momento de 
respetar y cumplir las garantías consagradas en la Constitución vigente. 
 
 
A pesar de esto, la actual Constitución en el artículo 57, realiza innovaciones que tienen que ver 
en primer lugar con la inclusión de nuevos derechos colectivos, como el derecho a no ser objeto 
de racismo ni discriminación, a mantener sus sistemas jurídicos propios, a constituir y mantener 
sus propias organizaciones, a ser consultados antes de la adopción de medidas legislativas que 
puedan afectar a esos pueblos o colectivos, el derecho a la limitación de actividades militares en 
sus territorios, a que la diversidad cultural se refleje en la educación pública y en los medios de 
comunicación, a tener sus propios medios, y los derechos de los pueblos en aislamiento 
voluntario. 
 
 
Algunos derechos colectivos que ya fueron establecidos en la Constitución del 98 fueron 
ampliados por ejemplo, el derecho a conservar las prácticas indígenas de manejo de la 
biodiversidad que ya constaba en la Constitución del 98, se complementa con la obligación del 
Estado de establecer y ejecutar programas de ese tipo en coordinación con las comunidades.  
 
 
Así mismo, el derecho a ser consultados sobre el diseño de planes y políticas públicas que les 
afecten, por medio de la consulta previa, es decir, obteniendo el permiso de los pueblos y 
nacionalidades para la ejecución de cualquier proyecto que afecte o beneficie directamente a las 
comunidades. Mas este numeral no representa un avance  sino más bien una inclusión de lo ya 
reconocido por instrumentos internacionales como la Declaración de Naciones Unidas, puesto 
que una decisión que afecta a una colectividad no puede quedar en manos de un ente 
administrativo, tal y como lo manda el artículo 389 de la (CONSTITUCION DE LA 
REPUBLICA DEL ECUADOR, 2008) el cual manifiesta que: 
 
 
“Art. 398.- Toda decisión o autorización estatal que pueda afectar al ambiente 
deberá ser consultada a la comunidad, a la cual se informará amplia y 
oportunamente. El sujeto consultante será el Estado. La ley regulará la consulta 
previa, la participación ciudadana, los plazos, el sujeto consultado y los criterios de 
valoración y de objeción sobre la actividad sometida a consulta. 
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El Estado valorará la opinión de la comunidad según los criterios establecidos en la 
ley y los instrumentos internacionales de derechos humanos. 
 
Si del referido proceso de consulta resulta una oposición mayoritaria de la 
comunidad respectiva, la decisión de ejecutar o no el proyecto será adoptada por 
resolución debidamente motivada de la instancia administrativa superior 
correspondiente de acuerdo con la ley”. 
 
 
Evidenciando claramente que este artículo no representa un avance, reiterando que si hay 
oposición de la comunidad, los llamados a resolver los conflictos son las entidades 
administrativas y por ende el mismo gobierno. 
 
 
En lo relativo a la educación se fortalece la interculturalidad, añadiendo que el Estado destinara 
una cartera presupuestaria para mejorar la calidad de la educación Intercultural, el numeral 14, 
guarda concordancia con el artículo 28 de la (CONSTITUCION DE LA REPUBLICA DEL 
ECUADOR, 2008) que dice: 
 
 
“Es derecho de toda persona y comunidad interactuar entre culturas y participar en 
una sociedad que aprende. El Estado promoverá el diálogo intercultural en sus 
múltiples dimensiones” 
 
 
Respecto a la salud, el numeral 12 de la Constitución vigente contiene elementos normativos 
que no solamente reconocen a los sistemas de medicina indígena y ancestral, como en la 
Constitución anterior, sino además el mandato constitucional de buscar su complementariedad 
con la medicina occidental y de integrarlos a la red pública de salud, es por eso que el artículo 
362 de la (CONSTITUCION DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR, 2008) en concordancia 
con el 57 manifiesta que: 
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“La atención de salud como servicio público se prestará a través de las entidades 
estatales, privadas, autónomas, comunitarias y aquellas que ejerzan las medicinas 
ancestrales alternativas y complementarias.”  
 
 
Esta pluralidad también se trasladó al derecho y a la administración de justicia. La 
(CONSTITUCION POLITICA DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR, 1998) en su artículo 
191, inciso cuarto manifiesta que: 
 
 
“Art. 191.- El ejercicio de la potestad judicial corresponderá a los órganos de la 
Función Judicial. Se establecerá la unidad jurisdiccional.  
 
De acuerdo con la ley habrá jueces de paz, encargados de resolver en equidad 
conflictos individuales, comunitarios o vecinales. 
 
Se reconocerán el arbitraje, la mediación y otros procedimientos alternativos para 
la resolución de conflictos, con sujeción a la ley.  
 
Las autoridades de los pueblos indígenas ejercerán funciones de justicia, aplicando 
normas y procedimientos propios para la solución de conflictos internos de 
conformidad con sus costumbres o derecho consuetudinario, siempre que no sean 
contrarios a la Constitución y las leyes. La ley hará compatibles aquellas funciones 
con las del sistema judicial nacional”. 
 
 
A esto se le ha denominado pluralismo jurídico. (WALSH, 2002), calificó estos 
reconocimientos constitucionales como “constitucionalismo multicultural”. Que no es otra cosa 
que la afirmación de la coexistencia de varias culturas en un mismo Estado y el otorgamiento de 
derechos a unas culturas frente a la hegemonía. 
 
 
La (CONSTITUCION DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR, 2008) reconoce de manera 
expresa la Justicia Indígena en el: 
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“Art. 171.- Las autoridades de las comunidades, pueblos y nacionalidades 
indígenas ejercerán funciones jurisdiccionales, con base en sus tradiciones 
ancestrales y su derecho propio, dentro de su ámbito territorial, con garantía de 
participación y decisión de las mujeres. Las autoridades aplicarán normas y 
procedimientos propios para la solución de sus conflictos internos, y que no sean 
contrarios a la Constitución y a los derechos humanos reconocidos en instrumentos 
internacionales. 
 
El Estado garantizará que las decisiones de la jurisdicción indígena sean 
respetadas por las instituciones y autoridades públicas. Dichas decisiones estarán 
sujetas al control de constitucionalidad. La ley establecerá los mecanismos de 
coordinación y cooperación entre la jurisdicción indígena y la jurisdicción 
ordinaria”. 
 
 
Es así, que introduce cambios sustanciales como los que tienen que ver con la participación de 
las mujeres en los sistemas jurisdiccionales indígenas, así como la vinculación de jurisdicción y 
territorio. Es importante la disminución de las restricciones a la jurisdicción indígena, pues la 
Carta Política del 98 incluía a la Constitución, los derechos humanos, la ley y el orden público, 
mientras que la (Constitución de la República del Ecuador, 2008) hace referencia de modo 
exclusivo a la Constitución y los derechos humanos.  
 
 
También aclara en el artículo 189 que: 
 
 
“Las juezas y jueces de paz resolverán en equidad y tendrán competencia exclusiva 
y obligatoria para conocer aquellos conflictos individuales, comunitarios, vecinales 
y contravenciones, que sean sometidos a su jurisdicción, de conformidad con la ley. 
En ningún caso podrá disponer la privación de la libertad ni prevalecerá sobre la 
justicia indígena”. 
 
 
Dejando claro que los jueces de paz no podrán prevalecer sobre la justicia indígena. Y que la 
Justicia Ordinaria deberá respetar las decisiones tomadas por los pueblos indígenas dentro de 
sus jurisdicciones. 
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Un aspecto importante y el eje de este tema de investigación, es precisamente el análisis del 
último inciso del artículo 171 de la (Constitución de la República del Ecuador, 2008) en el que 
manifiesta que “La ley establecerá los mecanismos de coordinación y cooperación entre la 
jurisdicción indígena y la jurisdicción ordinaria” mandato constitucional que hasta la fecha no 
se ha cumplido. 
 
 
Vale dejar claro que el asunto no es simplemente el reconocimiento de un sistema jurídico 
indígena o de la jurisdicción indígena, pues con la falta de determinación de mecanismos de 
coordinación entre las administraciones de justicia legalmente reconocidas por la Carta 
Constitucional vigente, se corre el riesgo de que la justicia indígena sea incluida como un 
sistema aparte y paralelo exclusivo para los indígenas, cuando el verdadero sentido no es solo la 
inclusión, sino que exista un verdadero interculturalismo jurídico que permita que ambas 
administraciones de justicia formen parte integral del orden legal nacional constituyendo así una 
simultaneidad igualitaria de todos los sistemas de derecho del país. 
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CAPÍTULO III 
3 MECANISMOS DE COORDINACIÓN Y COOPERACIÓN DE 
LA JUSTICIA INDÍGENA Y LA JUSTICIA ORDINARIA 
 
3.1 COORDINACIÓN ENTRE LAS ADMINISTRACIONES DE JUSTICIA 
ORDINARIA E INDÍGENA 
 
La Constitución de 1998 ya reconocía la justicia indígena y establecía que la Ley debía hacer 
“compatibles aquellas funciones con las del sistema judicial nacional”, es decir que la justicia 
indígena era la que tenía que adaptarse a la justicia ordinaria.   
 
 
Pero en la Constitución del 2008 se desarrolla un pluralismo más igualitario, ya que el artículo 
171 que reconoce la administración de justicia indígena se refiere a “Mecanismos de 
coordinación y cooperación entre la jurisdicción indígena y jurisdicción ordinaria”, es decir, 
no se trata de que la justicia indígena se vuelva compatible por medio de una Ley con la justicia 
ordinaria como manifestaba la Constitución del 98, sino que por el contrario ambas 
administraciones de justicia desarrollen una adecuada sinergia en términos de igualdad.  
 
 
La (Constitución de la República del Ecuador, 2008), manifiesta que: 
 
 
“Art. 171.- Las autoridades de las comunidades, pueblos y nacionalidades 
indígenas ejercerán funciones jurisdiccionales, con base en sus tradiciones 
ancestrales y su derecho propio, dentro de su ámbito territorial, con garantía de 
participación y decisión de las mujeres. Las autoridades aplicarán normas y 
procedimientos propios para la solución de sus conflictos internos, y que no sean 
contrarios a la Constitución y a los derechos humanos reconocidos en instrumentos 
internacionales.  
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 El Estado garantizará que las decisiones de la jurisdicción indígena sean 
respetadas por las instituciones y autoridades públicas. Dichas decisiones estarán 
sujetas al control de constitucionalidad. La ley establecerá los mecanismos de 
coordinación y cooperación entre la jurisdicción indígena y la jurisdicción 
ordinaria”. 
 
 
Con lo que reconoce la coexistencia de dos sistemas jurídicos en el marco del Estado 
plurinacional al que se refiere el artículo primero de la Constitución, en consecuencia lo óptimo 
para que funcione dicho reconocimiento es establecer los mecanismos de coordinación y 
cooperación entre ambos sistemas de justicia. 
 
 
El pluralismo jurídico, del que hablamos en el capítulo primero tiene como propósito la 
igualdad jerárquica entre los dos sistemas de administración de justicia legalmente reconocidos, 
es decir, que uno no subordine o niegue al otro. 
 
 
La coordinación entre la justicia indígena y la justicia ordinaria plantea un gran reto de dialogo 
intercultural, pues la coordinación no se resuelve en lo logístico, ni mucho menos en el ejercicio 
mecánico de delimitar competencias y remitir casos o expedientes de una administración hacia 
la otra, sino que representa una invitación al diálogo y a la cooperación que implica un esfuerzo 
reciproco a todo nivel por comprender la diferencia y garantizar la realización de lo justo. 
 
 
Por lo que es necesario el consenso de los involucrados para poder definir las competencias que 
correspondan a cada una de las administraciones, a  fin de garantizar la igualdad de 
administraciones de justicia con base en la plurinacionalidad y la democracia. 
 
 
Los ejes para establecer las pautas de coordinación entre la justicia indígena y la justicia 
ordinaria deben resolver los criterios y reglas que definan y resuelvan los conflictos de 
competencia, definición de los ámbitos de intervención de la justicia indígena así como sus 
límites, (YRIGOYEN FAJARDO, 1998), manifiesta que “es menester construir mecanismos 
estables de coordinación con los respectivos Estados que den cuenta de asuntos esenciales” 
tales como: 
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 El respeto a las decisiones judiciales de las autoridades indígenas, esto quiere decir que 
las autoridades orgánicas respeten el carácter de cosa juzgada y por tanto no permitan 
que los miembros de las comunidades indígenas pretendan ser juzgadas dos veces por 
el mismo delito como suele suceder en la práctica. 
 
 
 El apoyo de los jueces ordinarios y autoridades estatales para hacer cumplir las 
decisiones tomadas por las autoridades indígenas, cuando estas se encuentran fuera del 
ámbito territorial, y en aquellos casos complejos que superan la capacidad efectiva de 
las comunidades. 
 
 
 Colaboración por parte del Estado para la realización de proyectos de investigación que 
requieran apoyo técnico, logístico y tecnológico. 
 
 
 Una real asignación de presupuesto y una clara participación en la decisión de los 
recursos de la administración de justicia, es decir que se tome en cuenta el aporte de la 
justicia indígena al momento de administrar justicia y que se instaure una 
infraestructura en las que las autoridades indígenas puedan ejercer sus funciones. 
 
 
El reconocimiento del derecho indígena requiere de medidas que supongan un cambio en la 
realidad, como el respeto a las autoridades indígenas y a las prácticas jurídicas indígenas, así 
como a sus actos y decisiones, por medio del diálogo intercultural e intersectorial.  Además 
debe fomentarse como política pública el desarrollo de encuentros, talleres, seminarios entre 
autoridades indígenas y estatales a fin de encontrar posibles soluciones para los conflictos que 
puedan presentarse entre las administraciones de justicia. 
 
 
Igualmente es necesario el reconocimiento de derechos socio económico y político, sin los 
cuales los derechos culturales no tendrían la relevancia que se pretende dar con la denominación 
de Estado Plurinacional, ya que gran parte de los prejuicios y temores que hay sobre el Derecho 
Indígena se debe al desconocimiento del mismo.  Es importante impulsar las investigaciones en 
materia indígena y capacitar a los servidores públicos para que brinden un servicio basado en la 
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interculturalidad, y es de vital importancia el desarrollo de cursos y programas sobre la cultura y 
el derecho indígena, en todos los niveles de la educación. 
(BELTRAN, 2006), manifiesta que el mejor ejemplo de coordinación es Colombia, puesto que:  
 
 
“A pesar de no existir ley de coordinación, en la práctica se realiza una 
coordinación entre la justicia ordinaria y las justicias indígenas. El proceso de 
coordinación se ha realizado en el campo institucional e implica un gran nivel de 
concertación, consulta y reconocimiento de las partes” 
 
 
A nivel de Latinoamérica Colombia es uno de los países que más ha avanzado en materia 
indígena, puesto que, sus políticas están abiertas al diálogo y aceptación de las culturas 
indígenas que en su país existen, el reto del Ecuador es precisamente abrir esas vías de diálogo 
para cumplir con el Estado Plurinacional que se quiere construir. 
  
 
3.2 NORMATIVA DE LA JUSTICIA INDÍGENA EN EL ECUADOR 
 
Como habíamos señalado en el capítulo anterior la (Constitución de la República del Ecuador, 
2008) en el artículo 171, reconoce a la Justicia Indígena como otro sistema jurídico además del 
Ordinario, dando paso a la Pluralidad Jurídica. 
 
 
A pesar  de que el mandato constitucional del articulo 171 el cual manifiesta que “La ley 
establecerá los mecanismos de coordinación y cooperación entre la jurisdicción indígena y la 
jurisdicción ordinaria”, no se ha cumplido, la función legislativa al menos incorporo en el 
(Código Orgánico de la Función Judicial), el tema de la Justicia Indígena, el cual señala en el 
artículo 7 que: 
 
 
“La jurisdicción y la competencia nacen de la Constitución y la ley. Solo podrán 
ejercer la potestad jurisdiccional las juezas y jueces nombrados de conformidad con 
sus preceptos, con la intervención directa de fiscales y defensores públicos en el 
ámbito de sus funciones. 
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Las autoridades de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas ejercerán 
las funciones jurisdiccionales que les están reconocidas por la Constitución y la ley. 
Las juezas y jueces de paz resolverán en equidad y tendrán competencia exclusiva y 
obligatoria para conocer aquellos conflictos individuales, comunitarios, vecinales y 
contravencionales, que sean sometidos a su jurisdicción, de conformidad con la ley. 
 
Los árbitros ejercerán funciones jurisdiccionales, de conformidad con la 
Constitución y la ley. 
 
No ejercerán la potestad jurisdiccional las juezas, jueces o tribunales de excepción 
ni las comisiones especiales creadas para el efecto.”. 
 
 
Pero no hay que olvidar que las autoridades indígenas son las que determina cada comunidad, 
bajo sus propios lineamientos y en concordancia con su derecho propio y autodeterminación. 
 
 
El (Código Orgánico de la Función Judicial) hace referencia a las relaciones de la jurisdicción 
indígena con la jurisdicción ordinaria, en el TITULO VIII, incorporando a esta codificación 
cuatro artículos sobre materia indígena e inicia con el artículo 343 el cual manifiesta: 
 
 
“Las autoridades de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas 
ejercerán funciones jurisdiccionales, con base en sus tradiciones ancestrales y su 
derecho propio o consuetudinario, dentro de su ámbito territorial, con garantía de 
participación y decisión de las mujeres. Las autoridades aplicarán normas y 
procedimientos propios para la solución de sus conflictos internos, y que no sean 
contrarios a la Constitución y a los derechos humanos reconocidos en instrumentos 
internacionales. No se podrá alegar derecho propio o consuetudinario para 
justificar o dejar de sancionar la violación de derechos de las mujeres”. 
 
 
Como se puede observar este artículo es una reproducción del artículo 171 de la Constitución 
vigente, con la diferencia que se agrega que “No se podrá alegar derecho propio o 
consuetudinario para justificar o dejar de sancionar la violación de derechos de las mujeres” 
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El referido código en el siguiente artículo manifiesta los Principios de la Justicia Intercultural, 
instando a que dichos principios deben ser observados por los servidores judiciales y todo 
funcionario público dentro de los procesos que tengan que ver con las comunidades y 
nacionalidades Indígenas. Es así que el artículo 344 detalla los Principios de la Justicia 
Intercultural, estos son: 
 
 
“a) Diversidad.- Han de tener en cuenta el derecho propio, costumbres y prácticas 
ancestrales de las personas y pueblos indígenas, con el fin de garantizar el óptimo 
reconocimiento y realización plena de la diversidad cultural; 
 
b) Igualdad.- La autoridad tomará las medidas necesarias para garantizar la 
comprensión de las normas, procedimientos, y consecuencias jurídicas de lo 
decidido en el proceso en el que intervengan personas y colectividades indígenas. 
Por lo tanto, dispondrán, entre otras medidas, la intervención procesal de 
traductores, peritos antropólogos y especialistas en derecho indígena. 
 
c) Non bis in idem.- Lo actuado por las autoridades de la justicia indígena no podrá 
ser juzgado ni revisado por los jueces y juezas de la Función Judicial ni por 
autoridad administrativa alguna, en ningún estado de las causas puestas a su 
conocimiento, sin perjuicio del control constitucional; 
 
d) Pro jurisdicción indígena.- En caso de duda entre la jurisdicción ordinaria y la 
jurisdicción indígena, se preferirá esta última, de tal manera que se asegure su 
mayor autonomía y la menor intervención posible; y, 
 
e) Interpretación intercultural.- En el caso de la comparecencia de personas o 
colectividades indígenas, al momento de su actuación y decisión judiciales, 
interpretarán interculturalmente los derechos controvertidos en el litigio. En 
consecuencia, se procurará tomar elementos culturales relacionados con las 
costumbres, prácticas ancestrales, normas, procedimientos del derecho propio de 
los pueblos, nacionalidades, comunas y comunidades indígenas, con el fin de 
aplicar los derechos establecidos en la Constitución y los instrumentos 
internacionales” 
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Más adelante el (Código Orgánico de la Función Judicial) en el artículo 345, habla de la 
Declinación de la Competencia a favor de la autoridad indígena, siempre y cuando exista una 
petición de dicha autoridad: 
 
 
“Los jueces y juezas que conozcan de la existencia de un proceso sometido al 
conocimiento de las autoridades indígenas, declinarán su competencia, siempre que 
exista petición de la autoridad indígena en tal sentido. A tal efecto se abrirá un 
término probatorio de tres días en el que se demostrará sumariamente la 
pertinencia de tal invocación, bajo juramento de la autoridad indígena de ser tal. 
Aceptada la alegación la jueza o el juez ordenará el archivo de la causa y remitirá 
el proceso a la jurisdicción indígena” 
 
 
Es curioso analizar este artículo, pues para que la autoridad indígena solicite la declinación de la 
competencia al juez ordinario el artículo 345 establece un procedimiento sumario, con etapa de 
prueba, a fin de demostrar que el asunto es materia de la jurisdicción indígena e incluso con 
juramento de la autoridad indígena, proceso que no se observa cuando un juez ordinario decide 
declinar su competencia, ya que en caso de haber declinación el juez ordinario simplemente 
hace conocer al otro mediante un escrito sin juramento.  
 
 
Este articulo deja claro lo ya antes tratado, el gran problema que surge con el reconocimiento de 
un Estado Plurinacional, y la falta de implantación de lo que esto significa, no basta con que 
este enunciado en la Constitución o con que se haya dado esa característica al Estado, sino se 
implementa en todos los aspectos tanto político, social, económico, judicial, cambiando por 
completo la estructura del país y dejando a tras esa visión positivista del legislador que con esta 
exigencia extraordinaria demuestra que aún persiste el criterio de que la Justicia Indígena debe 
estar sometida a la Ordinaria contradiciendo totalmente la categoría de Estado Plurinacional que 
manda la Constitución. 
 
 
Y por último el (Código Orgánico de la Función Judicial) manifiesta: 
 
 
60 
“Art. 346.- PROMOCIÓN DE LA JUSTICIA INTERCULTURAL.- El Consejo de la 
Judicatura determinará los recursos humanos, económicos y de cualquier 
naturaleza que sean necesarios para establecer mecanismos eficientes de 
coordinación y cooperación entre la jurisdicción indígena y la jurisdicción 
ordinaria. 
 
Especialmente, capacitará a las servidoras y servidores de la Función Judicial que 
deban realizar actuaciones en el ámbito de su competencia en territorios donde 
existe predominio de personas indígenas, con la finalidad de que conozcan la 
cultura, el idioma y las costumbres, prácticas ancestrales, normas y procedimientos 
del derecho propio o consuetudinario de los pueblos indígenas. 
 
El Consejo de la Judicatura no ejercerá ningún tipo de atribución, gobierno o 
administración respecto de la jurisdicción indígena”. 
 
 
Es evidente en este artículo que la reproducción del mandato constitucional del inciso segundo 
del artículo 171, que establece que deben determinarse mecanismos de coordinación y 
cooperación entre los dos sistemas jurídicos reconocidos actualmente, no se ha cumplido y que 
han quedado como letra muerta en la ley ecuatoriana. 
 
 
La (Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional ) en su Capítulo IX, 
regula la acción extraordinaria de protección contra decisiones de la justicia indígena, 
manifestando que: 
 
 
“Art. 65.- La persona que estuviere inconforme con la decisión de la 
autoridad indígenas en ejercicio de funciones jurisdiccionales, por violar los 
derechos constitucionalmente garantizados o discriminar a la mujer por el hecho de 
ser mujer, podrá acudir a la Corte Constitucional y presentar la impugnación de 
esta decisión, en el término de veinte días de que la haya conocido. 
 
Se observarán los principios que, sobre esta materia, se encuentran determinados 
en la Constitución, instrumentos internacionales de derechos humanos de los 
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pueblos y nacionalidades indígenas, demás instrumentos de derechos humanos, 
Código Orgánico de la Función Judicial y la ley”. 
 
 
La acción se propone ante la Corte Constitucional, la (Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional ), en su artículo 66 establece que se debe respetar los 
principios de:  
 
 
1. “Interculturalidad.- El procedimiento garantizará la comprensión intercultural de 
los hechos y una interpretación intercultural de las normas aplicables a fin de evitar 
una interpretación etnocéntrica y monocultural. Para el entendimiento intercultural, 
la Corte deberá recabar toda la información necesaria sobre el conflicto resuelto 
por las autoridades indígenas. 
 
2. Pluralismo jurídico.- El Estado ecuatoriano reconoce, protege y garantiza la 
coexistencia y desarrollo de los sistemas normativos, usos y costumbres de las 
nacionalidades, pueblos indígenas y comunidades de conformidad con el carácter 
plurinacional, pluriétnico y pluricultural del Estado. 
 
3. Autonomía.- Las autoridades de las nacionalidades, pueblos y comunidades 
indígenas, gozarán de un máximo de autonomía y un mínimo de restricciones en el 
ejercicio de sus funciones jurisdiccionales, dentro de su ámbito territorial, de 
conformidad con su derecho indígena propio.  
 
No obstante el reconocimiento de un máximo de autonomía, tiene los límites 
establecidos por la Constitución vigente, los instrumentos internacionales de 
derechos de los pueblos indígenas y esta ley. 
 
4. Debido proceso.- La observancia de las normas, usos y costumbres, y 
procedimientos que hacen parte del derecho propio de la nacionalidad, pueblo o 
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comunidad indígena constituyen el entendimiento intercultural del principio 
constitucional del debido proceso. 
 
5. Oralidad.- En todo momento del procedimiento, cuando intervengan las personas, 
grupos o autoridades indígenas, se respetará la oralidad y se contará con 
traductores de ser necesario. La acción podrá ser presentada en castellano o en el 
idioma de la nacionalidad o pueblo al que pertenezca la persona. Cuando se la 
reduzca a escrito, deberá constar en la lengua propia de la persona o grupos de 
personas y será traducida al castellano. 
 
6. Legitimación activa.- Cualquier persona o grupo de personas podrá presentar esta 
acción. Cuando intervenga una persona a nombre de la comunidad, deberá 
demostrar la calidad en la que comparece. 
 
7. Acción.- La persona o grupo planteará su acción verbalmente o por escrito y 
manifestará las razones por las que se acude al tribunal y las violaciones a los 
derechos que supuestamente se han producido. Esta solicitud será reducida a 
escrito por el personal de la Corte dentro del término de veinte días. 
 
8. Calificación.- Inmediatamente la sala de admisiones deberá comunicar si se acepta 
a trámite y las razones que justifican su decisión. Se sentará un acta sobre la 
calificación. 
 
9. Notificación.- De aceptarse a trámite, la jueza o juez ponente de la Corte designado 
mediante sorteo, señalará día y hora para la audiencia y hará llamar a la autoridad 
o autoridades indígenas que tomaron la decisión o podrá acudir a la comunidad, de 
estimarse necesario. 
 
10. Audiencia.- La autoridad o autoridades serán escuchadas al igual que las personas 
que presentaron la acción por el Pleno de la Corte. La audiencia deberá ser 
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grabada. De considerarse necesario, se escuchará a la persona o personas que 
fueron contraparte en el proceso del cual se revisa la sentencia. 
 
11. Opinión técnica.- La jueza o juez ponente podrá solicitar la opinión técnica de una 
persona experta en temas relacionados con justicia indígena y recibir opiniones de 
organizaciones especializadas en estos temas.  
 
12. Proyecto de sentencia.- La jueza o juez ponente presentará el proyecto de sentencia 
del Pleno para su conocimiento y resolución. La sentencia puede ser modulada para 
armonizar los derechos constitucionalmente garantizados y los derechos propios de 
la comunidad, pueblo o nacionalidad. 
 
13. Notificación de la sentencia.- La sentencia sobre constitucionalidad de las 
decisiones indígenas deberá ser transmitida de forma oral y motivadamente en la 
comunidad, ante la presencia de al menos los accionantes y la autoridad indígena, a 
través del ponente o su delegado. La sentencia deberá ser reducida a escrito, en 
castellano y en la lengua propia de la persona o grupo de personas. 
 
14. Violación de derechos de las mujeres.- Las juezas o jueces deberán impedir que en 
sentencias de justicia indígena se alegue la costumbre, la interculturalidad o el 
pluralismo jurídico para violar los derechos humanos o de participación de las 
mujeres”. 
 
La sentencia se trasmitirá de forma oral a la comunidad indígena, con la presencia de los 
involucrados y la autoridad indígena por medio del delegado de la Conste Constitucional y esta 
deberá ser en castellano y la lengua propia de la comunidad. 
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3.3 AUTORIDADES INDÍGENAS 
 
Los pueblos y nacionalidades indígenas, para la aplicación de sus normas, tienen un sistema 
estructurado de autoridades que no siempre son iguales en un pueblo que en otro, pero que en 
todos los casos administran justicia dentro de sus territorios, es así que la Constitución y el 
Código Orgánico de la Función Judicial reconocen a las autoridades indígenas como facultadas 
para administrar justicia.  
 
 
Sus autoridades son apoyadas por otros líderes de las mismas comunidades, como sus 
antecesores, los curanderos, los ancianos, o la comunidad entera a través de la asamblea general 
en la que participan todos los miembros de la comunidad y que son parte fundamental al 
momento de resolver un conflicto que amenaza la armonía de la comunidad. 
 
 
La legitimidad de la autoridad indígena se asienta en una intachable conducta, lo que hace de la 
persona alguien digno de respeto, y por lo que obtiene el respaldo de la comunidad 
permitiéndole desarrollar su trabajo con mayor efectividad. 
 
 
Al no ser aplicables las normas del derecho positivo al momento de la elección de la autoridad 
indígena, no se puede saber a ciencia cierta la división de poderes o atribuciones de dicha 
autoridad, pero esto no representa un problema para la comunidad, puesto que los miembros de 
la comunidad son militantes activos de las decisiones que se toman para la comunidad, si bien 
es cierto que hay ciertos temas en los que la autoridad indígena decide de manera unilateral, 
estos son temas que no tienen mayor trascendencia, pues en los temas más agudos se convoca 
una asamblea en la que participan todos sin discriminación alguna y toman las decisiones de 
manera democrática. 
 
 
Uno de los aspectos por los que las autoridades indígenas son tan respetadas dentro de las 
comunidades es ciertamente que al momento de ser elegidos, el pueblo conoce los méritos y la 
probidad de la persona a la que le están entregando el poder y manejo de su comunidad, algo 
que no pasa en el derecho positivo pues la delegación del poder si bien es democrática por 
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medio de la elección popular se puede denotar que muchas veces poco o nada se sabe de la 
verdad de un candidato convirtiéndose muchas veces en un círculo elitista. 
Además una de las fortalezas que tiene la comunidad ante la autoridad indígena es que la 
Asamblea que le otorgo el poder puede ejercer un control directo de sus actividades, y que de la 
misma manera que eligieron podrán ser elegidos en el futuro sin necesidad de pertenecer a una 
elite aristocrática, sino más bien por su conducta y trabajo interno por la comunidad, estos 
aspectos es lo que le permite a la comunidad dar relevancia al cargo y que la autoridad sea 
respetada. 
 
 
Por tanto, se entiende que la autoridad indígena es la que cumple las funciones de administrar 
justicia pues como habíamos mencionado antes las comunidades indígenas carecen de división 
de poderes, y en este punto cabe recalcar la diferencia abismal que tiene la autoridad indígena 
con respecto a los funcionarios del derecho positivo pues como lo menciona (GARGARELLA, 
2003): 
 
 
“Los jueces interpretan que es lo que dice la Constitución, frente a las normas que 
aparentemente la contradicen. Y este hecho, que la última interpretación de la 
Constitución quede en manos de un grupo de funcionarios públicos que 
normalmente ni son elegidos ni pueden ser removidos directamente por la 
ciudadanía, es lo que representa un grave riesgo”. 
 
 
Pues la autoridad indígena supera las barreras de la representatividad democrática de la que 
carece el juez o tribunal penal, civil, laboral, constitucional, etc. 
 
 
No siempre es la autoridad la que se encarga de resolver los conflictos, ya que podrían 
intervenir otros actores según el caso, tales como padres, abuelos, ancianos, padrinos, 
dirigentes, cabildo, e incluso personas de fuera de la comunidad como curas y pastores, hasta la 
asamblea general de todos los miembros de la comunidad, esto dependiendo del conflicto que 
se trate y de la gravedad del mismo.  
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3.4 DEBIDO PROCESO 
 
La justicia indígena no requiere de un aparato burocrático especializado como en la justicia 
ordinaria, puesto que los miembros de la comunidad conocen como es el proceso de 
juzgamiento cuando se ha cometido una infracción o delito que perturbe la armonía de la 
comunidad, porque lo han visto desde niños. 
 
 
Como manifestamos antes, las comunidades indígenas carecen de división de poderes por lo 
que al momento del cometimiento de un delito este no es denominado como civil, penal, laboral 
o de cualquier naturaleza, porque cundo existe una conducta inapropiada por parte de un 
miembro de la comunidad, esta es reprendida en función del daño que causa a la armonía 
interna de la comunidad así como a la naturaleza. (LLASAG, 2009), dice que: 
 
 
“Se ha identificado como principio básico del derecho indígena al kushikuy kausay 
o allí kausay que significaría algo así como el mantenimiento de la armonía en las 
relaciones entre las personas, la comunidad, la naturaleza y la energía cósmica. De 
este principio se derivan otros como: ama llakirina o no agredir; ama shua o no 
robar; ama llulla o no mentir; ama muku o no ser avaro; ama yalli charina o no ser 
envidioso; randi randi o ser solidario; ama killa o no ser ocioso, trabajar.  
 
Recordemos que esta suerte de audiencias de juzgamiento indígenas se dan en 
presencia de toda la comunidad con lo que se logran dos efectos: por una parte, la 
tradición jurisdiccional se conserva y se transmite visualmente; y por otra, se 
cumple con el principio de publicidad”. 
 
 
El hecho de que los procesos sean públicos en las comunidades indígenas trasparentan las 
acciones de las autoridades, previenen las arbitrariedades y fomentan la confianza de los 
procesos, ya que la autoridad indígena al momento de ejercer su autoridad lo hace por una 
obligación moral de servicio a su comunidad. 
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La resolución de conflictos en la jurisdicción indígena es eficaz y rápida, sin contar con que se 
aplica la sana critica con base a los elementos expuestos por las partes, sin tener que entrar en 
gastos como las costas judiciales o del defensor, lo que hace eficiente la administración de 
justicia indígena.  
 
 
El derecho indígena está respaldado por la norma consuetudinaria, norma que cumple con el 
derecho del individuo a ser juzgado en virtud de una norma previa, clara, pública y aplicada por 
una autoridad competente tal y como lo manda la (Constitución de la República del Ecuador, 
2008) en cuanto a la seguridad jurídica: 
 
 
“Art. 82.- El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la 
Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y 
aplicadas por las autoridades competentes”.  
 
 
Por tanto, se entiende que el pueblo sabe qué hacer cuando un problema suscitado dentro de la 
comunidad interrumpe la armonía que debe existir entre los individuos y la comunidad, pues 
los delitos o infracciones de cualquier caso, que atenten con la paz al interior de la comunidad 
son reprochables por ser contrarios a los principios de “ama llakirina o no agredir; ama shua o 
no robar; ama llulla o no mentir; ama muku o no ser avaro; ama yalli charina o no ser 
envidioso; randi randi o ser solidario; ama killa o no ser ocioso, trabajar”. 
 
 
El procedimiento de juzgamiento no es igual en todas las comunidades, pero normalmente es 
una ceremonia o ritual donde la autoridad indígena y junto con el resto de la comunidad que 
participa de todos los procesos que en ella ocurren, buscan que el infractor reconozca la falta 
cometida y que en consecuencia se comprometa a resarcir los daños causados tanto a los 
afectados como al resto de la comunidad y reforme su conducta, de tal manera que rectifique su 
actitud y regrese a la vida comunal, porque el cometimiento de un delito significa una gran 
vergüenza que perturba la armonía de la comunidad, para este fin es importante la opinión de 
los ancianos y las ex autoridades ya que son ellos la fuente de sabiduría y cultura de la 
comunidad. 
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3.5 SANCIONES  
 
Los correctivos o penas para un delito como se los conoce en la cultura occidental, en la justicia 
indígena no son más que una medida cuyo fin es alcanzar el arrepentimiento del infractor, la 
reconciliación entre las partes y la comunidad, y la reinserción del individuo a la vida comunal. 
 
 
Las sanciones suelen ser diversas según el delito cometido, estas pueden ser sanciones morales 
como el consejo y la reflexión, la compensación cuando los daños son materiales, trabajos 
comunales, correctivos físicos que en ningún caso son irreparables, sino que muy por el 
contrario su objetivo es purificar el espíritu del individuo, estos castigos se efectúan por medio 
de baños de agua fría y en horas de la madrugada, azotes con ortiga, y otras parecidas y uno de 
los más graves la expulsión de la comunidad. 
 
 
(GIRAUDO, Laura, 2008), manifiesta que existen tres explicaciones para los correctivos 
físicos: 
 
 
“La primera es que, nunca atentan a la integridad física, ni para el afectado ni para 
la comunidad son penas infamantes, mientras que la prisión o cárcel es la 
humillación más ruin a la que puede ser reducida la persona; la segunda es que más 
que penas estas son medios de sanación espiritual y corporal; y, la tercera es que la 
rehabilitación del sancionado se cumple a satisfacción de la familia que lo acoge 
con beneplácito porque está sano, limpio, libre del mal de que estaba poseído, y la 
comunidad ha recuperado a uno de sus miembros” 
 
 
Por tanto la aceptación de los correctivos por el cometimiento de un delito dentro de una 
comunidad tiene que ver con valores culturales, con el miedo a los castigos no solo físicos sino 
sobrenaturales, y el respeto a las autoridades y a la colectividad sin contar con el deseo de vivir 
en paz y armonía unos con otros. 
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3.6 FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO 
 
La Fiscalía General del Estado empeñada en otorgar un acceso material de justicia a los pueblos 
y nacionalidades indígenas de nuestro país puso en marcha en el 2009 las primeras Fiscalías 
Indígenas en el Ecuador en las provincias de Bolívar, Cotopaxi y Tungurahua. 
 
 
Este hecho de trascendental importancia en el país se dio en cumplimiento a las disposiciones 
Constitucionales y a la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas así como al Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos 
Indígenas y Tribales en Países Independientes, del cual nuestro país es suscriptor. 
 
 
Actualmente existen, nueve Unidades de Asuntos Indígenas, más conocidas con el nombre de 
Fiscalías Indígenas. 
 
 
3.7 UNIDAD DE ASUNTOS INDÍGENAS 
 
En la Fiscalía ubicada en Cayambe, opera la Unidad de Asuntos Indígenas, donde se receptan 
las denuncias de los conflictos entre miembros de una misma comunidad, esta Unidad, fue 
inaugurada en el 2009 y funciona en el primer piso de la Fiscalía de Pichicha, Cayambe-Pedro 
Moncayo, donde está una de las nueve oficinas que hay en el país. 
  
 
Las autoridades Indígenas dentro de estas Fiscalías resuelven delitos que atenten con la armonía 
de la Comunidad. La Unidad de Asuntos Indígenas trata casos de infidelidad, estafa, delitos 
sexuales, homicidios, robos,  peleas entre integrantes de su comunidad, entre otros. 
 
 
Cuando la comunidad no asume su papel o el delito es de aquellos reprimidos con reclusión y 
han causado conmoción social, el Fiscal de Asuntos Indígenas, conoce estos hechos y aplica el 
procedimiento ordinario de acuerdo a las directrices emanadas de la Fiscalía General del Estado. 
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Son funciones de la Unidad de Asuntos Indígenas, conocer y tratar en forma efectiva los temas 
de justicia indígena en relación con los derechos colectivos, dar cumplimiento a lo establecido 
en el artículo 171 de la Constitución del 2008, receptar las denuncias en idioma Kichwa, Shuar 
o la lengua del pueblo donde se ha suscitado el problema y luego de transcribirla al idioma 
castellano, enviarla al órgano jurisdiccional competente.  
 
 
Recibida la noticia del delito denunciado, inmediatamente se notifica a la Autoridad Indígena, a 
efectos de planificar una Asamblea con la presencia de la Fiscalía para poder resolver el 
conflicto interno que se ha presentado dentro de la comunidad, es importante recalcar que todo 
aquello que rompe la armonía de la comunidad, se considera como un conflicto y es la 
Asamblea de la Comunidad la que toma la resolución que pone fin al mismo y con ello se 
archiva la causa. 
 
 
Esta administración de justicia se basa en el juicio comunitario como los consensos del pueblo 
en base al que se resuelve la culpabilidad o no del denunciado enmarcándose en la tradición. 
 
 
La finalidad principal de que existan este tipo de Unidades en el país, es que, resuelvan 
problemas internos de la comunidad indígena, que también está asentada en esta provincia. 
 
 
Juan Guamán Sagñay, Secretario de fiscales de Asuntos Indígenas, cuenta que esta Unidad en 
un principio funcionaba en la Fiscalía Provincial de Pichincha en Quito, pero que luego fue 
trasladada a Cayambe por el gran número de Comunidades Indígenas que residen en el lugar y 
que por la distancia no podían acudir con facilidad a presentar sus denuncias. La ley garantiza 
que ninguna persona puede ser sancionada dos veces por el mismo delito. Por lo que una vez 
juzgada por la Justicia Indígena ya no puede ser conocida por la ordinaria.  
 
 
La función del fiscal es vigilar, orientar y asesorar a las partes para que lleguen a un arreglo. El 
Fiscal no resuelve los casos su función es realizar la investigación y remitir al Cabildo o al 
Consejo Indígena", expresa el fiscal, quien agrega que en la audiencia dictan la resolución en 
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donde participa toda la comunidad porque el castigo en el sector indígena se configura en la 
"vergüenza pública",  
 
 
Las autoridades son consideradas personas sabias y son quienes dictan la resolución, no 
necesitan título de abogados, sino de solvencia ética y moral. Los procedimientos que se usan 
han sido transmitidos de generación en generación, desde antes de que lleguen los españoles a 
la conquista del continente y, dependiendo de la comunidad, varía la sanción. 
 
 
Según el Dr. Juan Guamán Sagñay, el proceso consta de cinco pasos: 
 
 
1.  Willachina.- Es el inicio del proceso Penal en la justicia indígena, mientras que en la 
ordinaria esta se llama denuncia. 
 
2. Tapuykuna.- En esta fase, el fiscal indígena se basa en realizar una exhaustiva 
investigación de los hechos denunciados. 
 
3. Chimpapurana.- En esta instancia se realiza un careo entre las personas involucradas en 
el hecho. 
 
4. Killpichirin Allichina.- El fiscal indígena emite su dictamen al Cabildo, Pastor o 
Consejo sobre lo denunciado, para que dicte sentencia. 
 
5. Paktachina.- La última instancia es controlar el cumplimiento de la ejecución de la 
sentencia. 
 
 
La ley ordinaria avala las sentencias indígenas. Hay nueve Fiscalías Indígenas en el país con 
sede en Guayaquil, Cotopaxi, Chimborazo, Imbabura, Pichincha, Bolívar, Tungurahua, 
Sucumbíos y Loja. Según la ley, estas entidades regulan las conductas del buen vivir 
comunitario, sin violentar sus principios. 
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La resolución de los conflictos es adoptada de forma rápida, sin perjudicar a ninguna de las 
partes.  
 
 
El proceso se lo ventila en el idioma materno quichua y se sanciona luego de una investigación, 
adoptando una pena propuesta por la comunidad. Las sanciones o penas indígenas más 
comunes, desde la más leve, son las multas, la devolución de los objetos robados, las 
indemnizaciones y trabajos en las comunidades. Estas sanciones son aplicadas para robos, 
peleas, mentiras y hurtos. 
 
 
Las penas más fuertes se concentran en pérdida de los derechos civiles y políticos, el baño 
con agua fría y ortiga, el fuete o látigo, hasta la expulsión de la comunidad. Todo esto va 
acompañado de la indemnización. 
 
 
Los castigos más fuertes son utilizados para las violaciones, intento de asesinato o muerte. Por 
ejemplo, en las violaciones, si la mujer sale embarazada, el violador debe asumir su paternidad y 
otorgar los derechos de manutención al hijo y a la madre. En caso de heridos cancelar todos los 
valores por gastos médicos, y en el de asesinato, el agresor se responsabiliza de la conviviente 
del fallecido y de los vástagos hasta la mayoría de edad. 
 
 
El cumplimiento de estas resoluciones siempre será vigilado por toda la comunidad. Para ellos 
estas penas son más fructíferas que la cárcel y en torno a los derechos humanos la prisión la 
consideran un daño para la persona sin posibilidad de reinserción social. 
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CAPITULO IV 
4 ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DEL INSTRUMENTO 
UTILIZADO EN LA INVESTIGACIÓN  
 
4.1 ENTREVISTAS 
 
En el presente capitulo hemos procedido a utilizar la entrevista como Técnica de Campo, las 
entrevistas fueron realizadas selectivamente a personas que están estrechamente relacionadas 
con el tema de los Pueblos y Nacionalidades Indígenas. Estas personas fueron elegidas por sus 
diferentes perfiles que a continuación los expongo en una breve síntesis. 
 
 
Doctor Juan Guamán Sagnay, funcionario de la Unidad de Asuntos Indígenas de la Fiscalía, por 
ser funcionario público y estar relacionado con los problemas que se presentan en las 
Comunidades Indígenas. 
 
 
Pedro de la Cruz, hoy presidente del Parlamento Andino, por haber sido presidente de su 
comunidad natal de Turuco, UNORCAC, FENOCIN, del comité del Decenio de los Pueblos 
Indígenas integrado por FENOCIN – CONAIE – FEINE – FENACLE – FEI, vicepresidente de 
la FICAPI Federación de campesinos e indígenas de Imbabura, Concejal de Cotacachi; 
Diputado Nacional Alterno por la alianza: PSE-FA – PACHAKUTIK – NUEVO PAÍS, 
Delegado por las Organizaciones Indígenas y Campesinas al Fondo Indígena de América Latina 
y representante de nuestro país en varios eventos en los países de América Latina, Europa, Asia 
y África, lo que lo convierte en uno de los representantes más notorios de los pueblos y 
nacionalidades indígenas en el Ecuador. 
 
 
Guillermo Churuchumbi, presidente de la Comunidad del pueblo kayambi y actualmente 
candidato a la Alcaldía de Cayambe, quien ha basado su vida en la lucha de la igualdad, el 
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respeto a las comunidades, por ser conocedor basto de las costumbres y tradiciones de los 
Pueblos y Nacionalidades Indígenas.  
 
 
Y por último al Abogado Eduardo Taipe, profesional del Derecho en libre ejercicio, que en el 
año 2010 tuvo la oportunidad de trabajar como asesor de la asambleísta Lourdes Tiban, 
involucrándose con temas relacionados a la Justicia indígena y que posteriormente en el libre 
ejercicio ha dedicado su trabajo a defender los derechos de Administración de Justicia 
legalmente reconocidos por la Constitución 2008 y los instrumentos Internacionales.  
 
 
Las entrevistas fueron realizadas con base en un guion previamente desarrollado, involucrado 
temas claves para fines prácticos de esta tesis. Cabe mencionar que no son preguntas concretas y 
se fueron adaptando a la situación de cada entrevistado. 
   
 
Permitiendo esta recolección de entrevistas confrontar la teoría con la práctica, con el fin de 
analizar la situación jurídica de nuestro país desde las diferentes perspectivas, como los 
representantes de la función pública, del Estado y del pueblo mismo. 
 
 
Iniciaremos por describir la entrevista con el doctor Juan Guamán Sagñay, Secretario de la 
Fiscalía De Asuntos Indígenas Con Sede En Los Cantones Cayambe y Pedro Moncayo, la cual 
se inició con la descripción de la plurinacionalidad en cuanto a lo multiétnico, en relación con 
este tema nos comentó que la plurinacionalidad no es un tema nuevo y que ya estaba reconocida 
en la Constitución del 98 y que obviamente se profundizó en la Constitución del 2008, 
manifestando que “el Estado plurinacional e intercultural, reconoce a los pueblos y 
nacionalidades  sus diferentes estamentos”.   
 
 
Además acoto, que la justicia indígena se ha venido manejando en base a sus costumbres por el 
hecho de no existir una norma específica, ya que todo tramite es de forma verbal, la resolución 
se dicta de forma inmediata, dejando claro que su criterio en cuanto  a las reformas de la 
Constitución del 2008, es positivo pues permite a las autoridades indígenas sentirse respaldadas 
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conforme lo manda el artículo 171, por medio del cual se les otorga potestad a las autoridades 
indígenas de solucionar conflictos internos suscitados en sus comunidades. 
 
 
Nos mencionó que el pueblo indígena hoy por hoy tiene más confianza y que según su 
experiencia y lo que ha podido ver en el periodo que se encuentra desempeñando las funciones 
de secretario de dicha Unidad,  a su parecer si se ha estado cumpliendo con lo que manda la 
Constitución aunque  no al cien por ciento como debería ser, como hubiesen querido los pueblos 
y nacionalidades indígenas. 
 
 
Con relación al artículo 171 de la Constitución enfatizo que la autoridad de una comunidad 
puede resolver problemas o conflictos suscitados en su interior y que si ellos avocan 
conocimiento de un delito de cualquier conflicto, pueden resolver el caso y dictar una resolución 
que equivale a sentencia como la que emite un juez ordinario y que en tal virtud cualquier 
autoridad ordinaria debe respetar las resoluciones emanadas por las autoridades de las 
comunidades. 
 
 
Por otro lado en cuanto a los casos que se han presentado en la Unidad de Asuntos Indígenas 
nos comenta,  que cuando una autoridad indígena ha solicitado la declinación de la competencia 
y la ordinaria ha declinado la competencia, las autoridades indígenas han podido hacer sus 
propias resoluciones y actas que posteriormente se presentan ante las autoridades competentes 
tales como el fiscal o el juez, sobre todo el juez a fin de que en el futuro no pueda haber un 
doble juzgamiento del mismo caso y de las personas involucradas en el cometimiento del delito 
o de algún problema interno que se haya suscitado en la comunidad, en tal virtud el juez o 
cualquier autoridad tiene la obligación de respetar las resoluciones emitidas por las autoridades 
de las comunidades.  Y manifiesta que a su criterio se ha respetado las resoluciones que toman 
en las comunidades las autoridades indígenas. 
 
 
Con relación a los mecanismos que deben instaurarse para una mejor administración de la 
Justicia en el Ecuador, manifiesta que el Código Orgánico de la Función Judicial, manda al 
Consejo de la Judicatura promover, capacitar, socializar la justicia indígena en sus diferentes 
ámbitos a fin de que la ciudadanía tenga conocimiento, tanto los que viven en la ciudades como 
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los que viven en las comunidades, sobre todo en las comunidades que existe bastante vacío en 
cuanto a la aplicación de la justicia con relación a la justicia ordinaria, por lo que cree que en 
ese campo se debería capacitar más y comunicar de que se trata la justicia indígena, sus ámbitos, 
sus competencias y de igual forma debería haber talleres en relación a las diferencias entre la 
justicia ordinaria y justicia indígena. 
 
 
La diferencia como lo menciona anteriormente es que la justicia indígena una vez que avoca 
conocimiento, el procedimiento es sencillo, rápido de manera oral, las resoluciones son 
inmediatas, las sanciones son de acuerdo a la gravedad del delito, y nos explica que las 
sanciones por ejemplo son: “un baño, una ortiga y que la sanción más grave en una comunidad 
es la expulsión del miembro que haya cometido la infracción”.  
 
 
Y que por consiguiente debería normarse algunos delitos porque hay delitos de conmoción 
social, como asesinato, violación, que a veces a su criterio personal no compensa con la sanción 
impuesta por la comunidad, por lo que comenta que si bien es cierto que en la cárcel tampoco se 
puede reparar el daño causado en la victima, al menos se sentaría un precedente ya que 
manifiesta que “todos tenemos temor, pánico a la cárcel, a nadie le va a gustar estar en la 
cárcel”, y por ende esto infundiría miedo en los infractores a fin de que ya no cometan delitos, 
ya que en las comunidades se ha dado bastantes delitos sobre todo sexuales, son delitos graves 
que no compensan con la sanción de la comunidad frente al daño causado a la víctima. 
 
 
Dejando claro, que a su parecer la justicia indígena puede funcionar siempre y cuando la justicia 
ordinaria se encargue de los asuntos mayores, básicamente en relación al delito que se comete 
en las comunidades, ya que dice,  hay “delitos menores que tranquilamente se pueden 
solucionar en las comunidades o en organizaciones y delitos de conmoción social graves que 
no compensarían con resoluciones tomadas por las comunidades, por lo que se debería 
delimitar las facultades de las autoridades de qué tipo de delitos puede conocer y cuáles no la 
justicia indígena”. 
 
 
En la entrevista a Pedro de la Cruz, el Presidente del Parlamento Andino, supo manifestar que 
en cuanto a la plurinacionalidad de la que habla el artículo primero de la Constitución de 
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Montecristi todavía falta mucho por hacer, aclarando que hay que pensar en la interrelación, la 
interculturalidad y la plurinacionalidad que reconoce lo diverso, pero la interculturalidad 
reconoce que desde esa diversidad podemos buscar la unidad, y ese respeto a la diversidad, es 
también la administración de justicia indígena y que por ende si no se reconoce esa diversidad 
realmente no están reconociendo la plurinacionalidad enunciada por la Constitución.   
 
 
Por tanto, el Asambleísta cree que todavía falta mucho por hacer en el tema de la administración 
de justicia indígena y otros temas, ya que la plurinacionalidad y la interculturalidad no solo son 
simples enunciados, tiene aspectos profundos que deben conocerse y legislarse y que mejor que 
por medio de la ley de coordinación y cooperación que propone el artículo 171 de la 
Constitución. 
 
 
Además que debe darse prioridad a la difusión de las normas aprobadas en favor de la justicia 
indígena con el fin de que las autoridades indígenas conozcan y puedan solicitar su competencia 
para resolver los asuntos de sus jurisdicciones. El asambleísta recomienda la difusión del 
Código Orgánico de la función Judicial, pues manifiesta que “tal vez también hay intereses 
creados para que las comunidades no conozcan y poder seguir aplicando solo la 
administración de justicia ordinaria”. 
 
 
De esta forma aclara que para exigir los derechos que les otorga la Constitución del 2008 a los 
pueblos y nacionalidades indígenas, se debe conocer la norma, ya que muchas veces por 
ignorancia de las leyes que facultan la administración de justicia indígena no se solicita tales 
competencias y en las comunidades por costumbre se sigue administrando justicia.  
 
 
Nos explicó que muchos temas de administración de justicia no son conocidos por las 
autoridades porque se solucionan dentro de la comunidad, “tal vez algunos de mayor relevancia 
hayan sido conocidos por las autoridades ordinarias, o en algún caso que la administración de 
justicia ordinaria ha cogido preso, o ha detenido a algún miembro de la comunidad, en esos 
casos tal vez alguna comunidad por no conocer no ha pedido la competencia, por lo tanto han 
juzgado los jueces ordinarios”, es evidente que a seis años de la Constitución del 2008, aún 
existen grandes vacíos no solo legislativos, sino de sociabilización de lo que es la 
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plurinacionalidad y como en este marco se encuentra la justicia indígena ya que falta conocer y 
comprender que es lo que motivo a la órgano legislativo a otorgar potestades jurisdiccionales a 
las autoridades indígenas y que este no es un ente paralelo sino igualitario frente a la justicia 
ordinaria.  
 
 
Con respecto a la determinación de mecanismos de coordinación y cooperación entre la justicia 
indígena y la justicia ordinaria,  es muy importante establecer mecanismos y traducirlos a una 
ley de compatibilización a fin de que las comunidades ya en el marco legal también puedan 
asumir esas competencias,  además opina que la Constitución y el Código Orgánico de la 
Función Judicial no logra amparar la administración de justicia indígena, y manifiesta que “en 
muchos casos los jueces ordinarios aplican de acuerdo a sus intereses y en algunos casos se ha 
aplicado sin conocimiento de la justicia ordinaria, los casos de la justicia indígena pero 
siempre están con temor de que los jueces, las autoridades de la justicia ordinaria traten de ir 
con temas de persecución”.  
 
 
En cuanto a la subordinación de la justicia indígena frente a la ordinaria, el asambleísta cree que 
todavía existe esa subordinación y las causas son tal vez la falta de difusión y la falta de esa ley 
de coordinación indígena con la justicia ordinaria. 
 
 
Con relación a los mecanismos de coordinación y cooperación de la justicia indígena con la 
justicia ordinaria, plantea que en primer lugar debería haber en el Consejo de la Judicatura algún 
miembro del pueblo indígena para que incida en las decisiones del Consejo de la Judicatura, y 
que este tema se norme mediante ley ya que a su criterio la interculturalidad significa también 
que las personas que conocen de la administración de justicia indígena estén en las instancias de 
decisión en este caso el Consejo de la Judicatura, y en segundo lugar recalca la importancia de 
la difusión de las normas y de los derechos de los pueblos indígenas ya que con ese 
conocimiento de derechos, los pueblos y nacionalidades indígenas pueden exigir las 
competencias que la ley les otorga. 
 
 
Finalmente se cuestionó sobre el trabajo del Consejo de la Judicatura que en el artículo 346 del 
Código Orgánico de la Función Judicial manda que “determinará los recursos humanos, 
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económicos y de cualquier naturaleza que sean necesarios para establecer mecanismos 
eficientes de coordinación y cooperación entre la jurisdicción indígena y la jurisdicción 
ordinaria” mencionando que en varias ocasiones los representantes de los pueblos y 
nacionalidades indígenas del Ecuador han reclamado al Consejo de Judicatura la falta de interés 
por parte de las autoridades y que tal vez están más dedicados a modernizar la justicia ordinaria 
y no se han preocupado del tema de la administración de justicia indígena. 
 
 
La siguiente entrevista es un tanto más local pues se trata del Presidente de la Comunidad del 
Pueblo Kayambi, Guillermo Churuchumbi, quien nos manifiesta que en cuanto a la 
plurinacionalidad desde su perspectiva como luchador incesante por el reconocimiento de los 
derechos de los pueblos y nacionalidades indígenas, y en el ámbito de la justicia cree que 
todavía no hay un proceso de comprensión y de socialización sobre los alcances y límites de la 
justicia indígena y que cree que es importante que se profundice en el tema.  
 
 
Debiendo analizar, que la administración de justicia indígena así como la administración de 
justicia ordinaria no son perfectas, y que ambas son sistemas iguales y no paralelos, por lo que 
manifiesta que es importante trabajar en el proceso de coordinación y de cooperación y de 
apoyo también al tema de la plurinacionalidad.   
 
 
En el aspecto del respeto de la justicia ordinaria hacia la justicia indígena, el dirigente opina que 
aún no existe respeto a nivel de la autoridad de la justicia ordinaria por las normas 
consuetudinarias, debido a la ignorancia de la plurinacionalidad. Sin contar que  las autoridades 
de la justicia ordinaria no respetan las decisiones de la justicia indígena por eso cree que es 
importante generar procesos de socialización de formación y de sensibilización a las autoridades 
de la justicia indígena y de la ordinaria, es decir las dos pueden ser complementarias, son 
horizontales pero lastimosamente no se han desarrollado mecanismos de coordinación y 
cooperación para que realmente exista un proceso de aprendizaje entre las dos justicias a fin de 
mejorar la justicia en el marco de la plurinacionalidad.  
 
 
Guillermo Churuchumbi, cuestiona la subordinación de la justicia indígena frente a la ordinaria, 
su explicación es que aun y a pesar de las reformas Constitucionales vivimos en un Estado 
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monocultural, un Estado colonial, todavía no se ha desarrollado una institucionalidad 
plurinacional debido a que la función pública otorga financiamiento a la justicia ordinaria y 
mientras que para el sistema de justicia indígena no hay financiamiento no hay formación, 
capacitación y tampoco se debaten en los currículos de las Universidades para la formación 
profesional, por lo que recomienda, que se reforme el nuevo currículo educativo a fin de formar 
un nuevo pensamiento, nuevas formas de entender y comprender la justicia en el Ecuador.  
 
 
Por último, Guillermo Churuchumbi, habla sobre los mecanismos que deberían instaurarse para 
una mejor administración de la Justicia en el Ecuador, solicitando que las autoridades públicas 
fomenten un programa de formación y capacitación para las autoridades indígenas y para las  
autoridades ordinarias, segundo cree que es importante trabajar en los límites y alcances de la 
coordinación y cooperación de la justicia indígena y la justicia ordinaria y que por otro lado es 
importante sensibilizar a las autoridades locales para generar un proceso de justicia pero 
también con participación comunitaria.  
 
 
Y por último, analizaremos la entrevista hecha al abogado Eduardo Taipe, quien se encuentra en 
el libre ejercicio, el abogado nos comenta que entorno a la plurinacionalidad el  debate en 
Montecristi fue muy álgido, acotando que el tema de la interculturalidad y la plurinacionalidad 
aún no se ha llegado a definir y mucho menos a concretar en el país, y desde el punto de vista de 
Eduardo “el hecho de que desde Constituciones antiguas se les vengan dando prioridad a los 
indígenas, no quiere decir que se ha respetado sus diferentes culturas, las diferentes 
expresiones y las diferentes nacionalidades” lo que evidencia que aún no se ha alcanzado un 
adecuado reconocimiento de la plurinacionalidad en el país, pese a que exista una amplia 
normativa constitucional, en el ámbito legislativo no se ha trabajado por cumplir con las normas 
de la Constitución, no se ha dado un reconocimiento pleno a las diferentes expresiones y a los 
diferentes derechos y garantías del pueblo indígena. 
 
 
Además el abogado aclara, que la cuestión de la justicia indígena no es un invento de 
Montecristi de hecho en la Constitución del 98 ya se menciona la posibilidad de que exista una 
Justicia indígena sin embargo, el cree que “desde la Constitución de 1998 hasta la fecha, han 
pasado más de 15 años y no se ha llegado a tener una justicia indígena real, pero esto se define 
también por lo complejo que es concatenar dos tipos de justicia realmente diferentes, la una 
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positivista netamente que es la que manejamos o la que se conoce como justicia ordinaria y la 
otra una justicia basada en costumbres, en hechos prácticos, en situaciones que se van 
relatando verbalmente incluso a lo largo de la historia sin tipificación, sin institucionalidad 
como existe en la justicia ordinaria”, entonces a su parecer lo más importante es buscar la 
compatibilización de justicias, que a pesar de ser de origen absolutamente diferentes son parte 
de la realidad del país, hay que reconocer que a justicia indígena ha existido mucho antes de su 
aprobación en la Constitución y que como parte de los pueblos que habitan el Ecuador todos y 
cada uno de los ciudadanos debemos aceptarlo y respetarlo es claro que este tema amerita un 
esfuerzo mucho mayor que el que hasta ahora se ha hecho. 
 
 
Se cuestionó sobre la falta de una institucionalidad para la justicia indígena, y de la ley de 
coordinación y cooperación entre administraciones de justicia, donde nos explica que existen 
preguntas claves que deben responderse tales como:  “¿Qué tipos de delitos deben acudir a la 
justicia ordinaria? y ¿Qué tipos de delitos deben acudir a la justicia indígena?, ¿Cuáles son las 
personas que deberán ser juzgadas por la justicia ordinaria? y ¿Cuáles son las personas que 
deberán ser juzgadas por la justicia indígena? ¿Qué pasa cuando el delito se comete entre 
personas indígenas y entre personas mestizas?”, lo que denota que el tema no ha sido tratado 
con la seriedad que se debería dar a un mandato constitucional como es el de elaborar 
mecanismo de coordinación y cooperación entre las administraciones de justicia legalmente 
reconocidas en el país, lo que hace dudar de la seriedad del artículo primero de la Constitución 
que caracteriza al Estado como intercultural y plurinacional dejándolo en letra muerta o como 
discurso político.  
 
 
Nos mencionó que al parecer el legislativo se conformó con expedir una Constitución garantista, 
que reconoce los derechos de los pueblos y nacionalidades indígenas, uno de ellos el derecho a 
su propia justicia, pero desde el momento en que se expide la Constitución no se ha hecho 
esfuerzo por viabilizar su aplicación y que ha criterio del abogado “ha existido una especie de 
pugna entre la justicia ordinaria y la justicia indígena” ya que nos explica que cada una quiere 
acaparar para sí, situaciones que la otra las demanda, hablándonos de situaciones que son 
juzgadas en la justicia indígena y que posteriormente la justicia ordinaria reclama la 
competencia, al igual que acciones que son juzgadas por la justicia ordinaria, el indígena 
reclama que eso debería el juez ordinario abstenerse de conocer y por ende declinar la 
competencia a favor de la autoridad indígena. 
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 En relación a la su subordinación de la justicia indígena frente a la ordinaria, manifiesta que en 
teoría o como establece la Constitución no debería haber subordinación, pero en la práctica es 
evidente que existe una subordinación, pues comenta que en la práctica se “han dado casos en 
los que ha existido un doble juzgamiento de delitos”, porque la justicia ordinaria rechaza la 
justicia indígena o no valora el trabajo o el procedimiento realizado dando paso al doble 
juzgamiento por parte de la justicia ordinaria, por lo que es evidente que existe subordinación, y 
no solo eso sino “dependencia institucional, dependencia en los cuerpos normativos”, pero la 
dependencia que ha generado es bastante acentuada por que la justicia indígena aún no ha 
logrado destacar, aun no ha logrado establecer una institucionalidad fuerte que haga respetar los 
derechos de los indígenas a ejercer su propio estilo Justica.  
 
 
Con respecto, a los mecanismos de coordinación y cooperación de la administración de justicias 
del Ecuador expresa que lo primero que se debería hacer es evaluar la situación actual de la 
justicia indígena y de la justicia ordinaria, y reiterando que es necesario que se señale de manera 
formal y expresa cuales son los tipos de delitos que tienen que acudir a la justicia ordinaria y 
cuáles son los tipos de delitos que tienen que acudir a la justicia indígena, porque la justicia 
ordinaria para sí reclamara todos los delitos y lo mismo lo hará la justicia indígena, por lo que 
hay que lograr un conceso en este sentido y un conceso practico.  
 
 
La otra cuestión, manifiesta que es el tema de la institucionalidad, sino existe, sino se garantiza, 
una institucionalidad fuerte a la justicia indígena siempre va a estar subordinada a la justicia 
ordinaria que es la única que tiene una institucionalidad muy bien formada, entonces hay que 
partir desde las bases, cuales son los límites de la justicia ordinaria y cuáles son los límites de la 
justicia indígena y hasta qué punto la una con la otra va a llegar a cooperar, la única forma es 
cuando se sepa cuáles son los límites de la una y los límites de la otra y cuál es el punto de 
equilibrio en el cual las dos convergen. 
 
Finalmente nos explicó, que la ley debería asegurarse de que la determinación de mecanismos 
de cooperación y coordinación “debe nacer como un trabajo de diagnóstico, de evaluación y 
luego pasar a un trabajo practico” con el fin de que los órganos legislativos establezcan la ley 
de cooperación y coordinación entre justicia ordinaria y justicia indígena y que se le garantice a 
la justicia indígena a través de políticas públicas una institucionalidad y principalmente un 
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respeto a sus decisiones y esto a través del poder judicial que se establezca esta base 
institucional y también teórica, solo ahí podrá existir una verdadera cooperación. 
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CAPITULO V 
5 CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
5.1 CONCLUSIONES 
Luego de este estudio podemos concluir lo siguiente: 
 
 A pesar de las injusticias, maltratos y humillaciones, los pueblos indígenas nunca 
desmayaron en su lucha por reivindicar sus derechos específicos, por recuperar la 
integridad de sus territorios, su autodeterminación y su participación político social. 
 
 La justicia indígena busca purificar a sus infractores y reinsertarlos en la sociedad, 
configurándose así una verdadera rehabilitación. 
 
 El avance en materia indígena de algunos países de Latinoamérica ha servido como eje 
fundamental para las reformas de constituciones de países que poco a poco se suman a 
esta lucha por la igualdad. 
 
 El derecho consuetudinario no es solo una serie de actos repetitivos, puesto que tiene un 
factor que hace posible que el derecho consuetudinario sea parte de un régimen jurídico, 
ya que es cambiante y evolutivo. 
 
 La autodeterminación de los pueblos debe ser entendida como el deseo de los pueblos 
indígenas de tomar sus propias decisiones dentro de sus jurisdicciones, pero que en 
ningún caso busca la separación del Estado al que pertenecen. 
85 
 La Constitución del 2008 reconoce circunscripciones territoriales indígenas, con las que 
se configura la autodeterminación de los pueblos, pero al igual que en la justicia 
indígena persiste el mandato constitucional de que la ley establecerá las normas de  
conformación, funcionamiento y competencias de estas circunscripciones. 
 
 
 La constitución del 2008 representa una serie de avances en materia indígena, en 
relación con la constitución de 1998, pero estos avances no se ven reflejados en la 
situación que viven los pueblos indígenas del país y en su mayoría han quedado como 
simples características de un Estado que intenta ser innovador en cuanto a su 
descripción pero no logra incorporarlo de manera tangible en su administración.  
 
 Las autoridades indígenas son elegidas por su alto nivel de honestidad y sabiduría en el 
marco de un proceso democrático mientras que las autoridades ordinarias no son 
elegidas por el pueblo debido a la división de poderes del Estado positivista. 
 
 La justicia indígena cumple con los principios de celeridad, simplificación, 
uniformidad, eficacia, inmediación y economía procesal cosa que muchas veces la 
justicia ordinaria no logra cumplir por la abundante burocracia que existe. 
 
 Al hablar de justicia indígena no se la puede denominar como justicia de mano propia, 
ya que la decisión de que se aplique un correctivo es emanada de una autoridad 
legalmente reconocida por la comunidad, tampoco se la puede denominar como tortura 
pues los correctivos no pretenden dañar la integridad física de la persona sino sanar su 
alma muy contrario a los linchamientos  callejeros que son desproporcionales, 
arbitrarios contrarios a toda expresión del debido proceso y que por lo tanto no pueden 
ser tolerados bajo ninguna circunstancia. 
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 La migración del indígena hacia la ciudad no significa un renunciamiento a su identidad 
pero si implica la aceptación de ciertas connotaciones inevitables ante la presencia 
predominante de las costumbres occidentales. 
 
 El artículo 171 que trata sobre la jurisdicción indígena es aplicable por administración 
directa por el hecho de constar en la Constitución del 2008, sin embargo, el inciso 
segundo del mencionado artículo no cumple con el mandato constitucional de definir 
los mecanismos de coordinación entre las Administraciones de Justicia legalmente 
reconocidas en el país. 
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5.2 RECOMENDACIONES  
 
 Es necesario dejar de lado los atavismos positivistas y dar paso al derecho 
consuetudinario en pro de nuestros pueblos que son diversos y multiculturales. 
 
 
 El Ecuador debe buscar la conciliación entre sus justicias para brindar a sus ciudadanos 
un sistema de justicia transparente e inclusivo. 
 
 
 Los países latinoamericanos deberían fomentar la unión entre pueblos y al hablar de 
pueblos me refiero a todos los que conforman los Estados llevando en alto el ideal de 
igualdad y respeto por las diversas culturas que existen dentro de un mismo territorio. 
 
 
 El Estado debe definir normas de conformación, funcionamiento y competencias de las 
circunscripciones territoriales indígenas, con el fin de cumplir con los retos de la 
conformación de un Estado intercultural y plurinacional, tal y como lo define el artículo 
primero de la Constitución.  
 
 
 El Consejo de la Judicatura debe poner en práctica el artículo 346 del Condigo Orgánico 
de la Función Judicial en cuanto a la promoción de la justicia intercultural. 
 
 
 Crear un Órgano de Control que verifique el cumplimiento del Código Orgánico de la 
Función Judicial en cuanto a la Justicia Indígena a fin de que se cumpla con la difusión 
de las normas ancestrales y el apoyo en proyectos que beneficien a la comprensión del 
Derecho Propio tanto para los pueblos y nacionalidades indígenas como para el resto de 
ciudadanos. 
 
 
 La Función Legislativa a fin de viabilizar los reconocimientos hechos por la 
Constitución del 2008 en materia indígena debe cumplir con el mandato constitucional 
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de crear mecanismos de coordinación y cooperación entre las administraciones de 
justicia legalmente reconocidas, dichos mecanismos pueden ser:  
 Fomentar el respeto a las decisiones de las autoridades indígenas, a fin de evitar el doble 
juzgamiento de un delito. 
 
 
 Resaltar los beneficios del sistema indígena como el carácter oral, directo y público de 
los juicios, la agilidad y eficacia en la resolución de conflictos, el efecto de 
reconciliación y el trabajo comunitario como pena. 
 
 
 Implementar la representación de los pueblos y nacionalidades indígenas en la Función 
Judicial. 
 
 
 Crear dentro de las instituciones públicas un espacio de representación de los pueblos y 
nacionalidades indígenas.  
 
 
 Capacitar a los servidores y servidoras de la Función Judicial para que conozcan la 
cultura, el idioma y las costumbres, prácticas ancestrales, normas y procedimientos de 
los pueblos y nacionalidades indígenas. 
 
 
 Implementar en el currículo de las Facultades de Derecho de las universidades 
ecuatorianas el estudio de las normas y procedimientos de la administración de justicia 
indígena así como de la plurinacionalidad. 
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ANEXOS 
Anexo 1. INFORME PARA PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA 
DE COORDINACIÓN Y COOPERACIÓN ENTRE LOS SISTEMAS DE JUSTICIA 
INDÍGENA Y LA JURISDICCIÓN ORDINARIA 
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